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La CAMARA DE SENADORES se reunirá, en sesión á e E cds Ad 
ordinaria, mañana martes 2, a la hora 17, a fin de infor- TEO ES y particular de los siguientes pro- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente y e-16y: 
89) Por el que se aprueba el Convenio Comercial en- 
ORDEN DEL DIA tre la República Oriental del Uruguay y la Repú- 
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por el que se reglamentan los artículos 44 y 45 de (Carp. N9 51 - Rep. N? 81/88) 
la Ley de Emergencia para la Educación N* 15.739 Carp 219/96 ep. 'N Be 
(previo informe). 9%) Por el que se establecen normas para indemnizar 
de 2 los productores agrícolas ribereños perjudicados 
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2%) Exposición de treinta minutos del señor senador Rei- su cauce natural a rio embalsado por la represa 
naido Gargano sobre el tema: “El trabajo de me- de Salto Grande. 
nores en el Uruguay”. 
(Carp. N? 401/85 - Rep. N? 87/86) 
(Carp. N9 541/86* 
An , 2 2 109) Por ej que se modifican diversas disposiciones le- 
32) Exposición de treinta minutos del señor senador Pe- gales referidas a la Seguridad Social. 
dro W. Cersósimo sobre el tema: “Delitos de vio- 
lación y atentado violento al pudor (artículos 272 (Carp. N? 350/85 - Rep. N* 91/86) 
y 273 del Código Penal)”. o 
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Erado de Coronel del Ejército, con fecha 19 de te- 12%) Por el que se dispone que los afiliados a la Direc. 
brero de 1986, a varios Tenientes Coroneles. ción General de la Seguridad Social (sectores In- 
d uste y comercio y pura cues servicios fueran 
(Carp. N9 - Rep. N? 41/86) e naturaleza no dependiente, podrán acogerse a la 
CSrp,.A?498/86 > Rep, pasividad no obstante su deuda de aportes. 
Discusión general y particular de los siguientes pro- (Carp. N9 301/85 - Rep. N? 94/86) 
yectos de ley: 
F A : . 139%) Por el que se propicia la ratificación del Convenio 
5%) Por el que se crea una contribución especial desti- N? 159 sobre “Readaptación profesional y el empleo 
nada a cubrir el costo derivado de la realización de personas inválidas”. 
de las obras correspondientes al “Colector Costero 
Oeste, Emisario Este y Obras accesorias” de la ciu- (Carp. N9 455/86 - Rep. N? 95/86) 
dad de Punta del Este, primera sección judicial del 
departamento de Maldonado. LOS SECRETARIOS.” 
(Carp. N? 453/86 - Rep. N* 57/86) 
. 2) ASISTENCIA 
6%) Por el que se modifica el Decreto-Ley N* 15.411, de 


10 de junio de 1983, referente a los premios que 
se otorgan a la labor literaria. 


(Carp. N? 490/86 - Rep. N? 58/86) 


ASISTEN: 
talla, Batlle, Capeche, Cersósimo, Ciglinti, 


los señores senadores Aguirre, Araújo, Ba- 
Fá Robaina, 


Ferreira, Flores Silva, Garcia Costa, Gargano, Jude, La- 
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calle Herrera, Martinez Moreno, Mederos, Ortiz, Paz Agui- 
rre, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Rodríguez Ca- 
musso, Senatore, Singer, Tourné, Traversoni, Ubillos, Zo- 
rrilla y Zumarán. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 15) 
——Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguien- 
tes proyectos de ley: 


Por el que, con declaratoria de urgente consideración, 
conforme al artículo 168, Inciso 7 de la Constitución 
de la República, se declara la amnistía de los delitos 
cometidos en el período comprendido entre el 1% de 
enero de 1962 y el 1% de marzo de 1985 por funcio- 
narios militares o policiales. 


(Carp. N9 608/86) 
— A la Comisión de Constitución y Legislación. 


Por el que se modifican las disposiciones del Decreto- 
Ley N* 14.869, de 23 de febrero de 1979 (Consejo 
de Capacitación Profesiona!). 


(Carp. N* 608/86) 
— A la Comisión de Educación y Cultura. 


Por el que se faculta al Poder Ejecutivo a detraer por- 
centajes de hasta el treinta por ciento del producido 
bruto en moneda nacional, de las exportaciones de 
cueros bovinos, con o sin industrialización. 


(Carp. N? 610/86) 
-— A la Comisión de Hacienda, 


La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
sajes del Poder Ejecutivo por los que da cuenta de haber 
promulgado las siguientes leyes: 


Por la que se modifica el artículo 1% del Decreto-Ley 
N9 15,314, de 23 de agosto de 1982, sobre afectación 
de un inmueble al Consejo de Educación Técnico Pro- 
fesional. 


(Carp. N9 374/85) 


Por la que se determina el alcance de las exoneracio- 
nes tributarias establecidas por el Decreto-Ley número 
15.566, de 19 de junio de 1984, con motivo de las obras, 
servicios y otras operaciones vinculadas a la realiza- 
ción del Proyecto de Saneamiento Urbano de la ciu- 
dad de Montevideo. 


(Carp. N* 231/85) 


— Ténganse presentes y agréguense a sus anteceden- 
tes. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por los que soli- 
cita venia para exonerar de sus cargos a tres funciona- 
rios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, uno del 
Ministerio de Economía y Finanzas y dos del Ministerio 
de Educación y Cultura, que les fueran devueltas por re- 
solución del Cuerpo de fecha 2 de julio de 1986. 


(Carps. Nos. 397, 407, 382, 150, 302 y 334/85) 
El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que solicita 


venia para exonerar de su cargo a los siguientes funciona- 
Tios: 
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dos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
uno del Ministerio de Educación y Cultura y 
cuatro del Ministerio de Salud Pública. 


(Carps. Nos. 603, 604, 606 y 607/85) 
—- A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Defensa Nacional acusa recibo de la 
exposición escrita del señor senador Eduardo Paz Aguirre, 
relacionadas con la realización de maniobras militares en 
el balneario Neptunia. 


— A disposición del señor senador Eduardo Paz Agui- 
rre. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite 
la información solicitada por el señor senador Hugo Ba- 
talla, relacionada con las normas que regulan el ingreso 
del personal navegante de PLUNA. 


— A disposición del señor senador Hugo Batalla. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la in- 
formación solicitada por la Comisión de Asuntos Labora- 
les y Seguridad Social sobre diversos aspectos vinculados 
a la liquidación del grupo económico de las empresas In- 
dagro S.A., Frigorífico San Carlos S.A. y Frigorífico Pal- 
mares de Castillo S.A, 


(Carp. N% 475/86) 


— A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la in- 
formación solicitada por el señor senador Dardo Ortiz, so- 
bre Estatuto del Funcionario del Banco de Seguros del Es- 
tado. 


— A disposición del señor senador Dardo Ortiz. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite 
nota en relación con la exposición escrita formulada por 
el señor senador Luis Bernardo Pozzolo sobre el proceso 
de restauración de la “Casa de los Marfetán”. 


— A disposición del señor senador Luis Bernardo 
Pozzolo. 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite nota por 
la que pone en conocimiento el oficio remitido por PLUNA 
en relación con el transporte del señor Domingo Laino a 
Paraguay. 


(Carp. N* 611/86) 
— A la Comisión de Asuntos Internacionales, 


El Ministerio de Industria y Energía remite la infor- 
mación solicitada por el señor senador Dardo Ortiz en re- 
lación con el Estatuto del Funcionario de ANCAP. 


— A disposición del señor senador Dardo Ortiz. 


El Ministerio de Industria y Energía remite la infor- 
mación solicitada por el señor senador Luis Alberto La- 
calle Herrera sobre beneficios extraordinarios obtenidos 
por ANCAP entre el 19 de marzo y el 30 de junio del 
corriente año. 


A disposición del señor senador Luis Alberto Lacalle 
Herrera. 


La Cámara de Representantes remite las siguientes 
notas: 


Por la que comunica la sanción del proyecto de ley 
por el que se determina el alcance de Jas exoneraciones 
tributarias establecidas por el Decreto-Ley N* 15.566, 
de 19 de junio de 1984, con motivo de las obras, ser- 
vicios u Otras operaciones vinculadas a la realización 
del proyecto de Saneamiento Urbano de la ciudad de 
Montevideo. 
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— Téngase presente y agréguese a sus antecedentes. 


Por la que comunica la integración de la Comisión de 
Instrucción Pública de ese cuerpo. 


-— Téngase presente. 


Las Intendencias Municipales de Salto y de Soriano 
remitén notas en respuesta al pedido de informes formu- 
lado por el señor senador Raumar Jude sobre reposición 
de funcionarios públicos destituídos. 


— A disposición del señor senador Raumar Jude. 


El señor senador Dardo Ortiz presenta un proyecto de 
ley, con exposición de motivos, por el que se autoriza la 
legitimación adoptiva en favor de menores abandonados 
por uno de sus padres legítimos. 


(Carp. N92 605/86) 
— A la Comisión de Constitución y Legislación. 


El señor senador Reinaldo Gargano, solicita, de con- 
formidad con lo establecido en el artículo 118 de la Cons- 
titución, el envío de un pedido de informes al Ministerio 
de Educación y Cultura, relacionado con el Consejo de 
Capacitación Profesional. 


— Procédase como se solicita. 


El señor senador Juan Martin Posadas solicita, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 118 de la 
Constitución de la República, el envío de un pedido de 
informes al Ministerio de Relaciones Exteriores relaciona- 
do con la promulgación de la Ley N? 15.798, de 27 de di- 
ciembre de 1985. 


— Procédase como se solicita. 


La Comisión de Asuntos Administrativos comunica 
que está en condiciones de informar los Mensajes del Po- 
der Ejecutivo por los que solicita venia para destituir de 
Su cargos a tres funcionarios del Ministerio de Salud Pú- 
blica. 


(Carps. Nos. 554 y 543/86) 


La Comisión Investigadora Tendiente a Esclarecer las 
Circunstancias que Motivaron el Fallecimiento de la Se- 
ñora Cecilia Fontana de Heber eleva informe relacionado 
con el tema. 


(Carp. N? 47/83) 


La Comisión de Hacienda eleva informado un proyec- 
to de ley por el que se modifica el artículo 1% del Decre- 
to-Ley N% 15,330, de 4 de octubre de 1982, incluyendo en 
el mismo la posibilidad de compra de mercadería decomi- 
sada por parte de organismos del Estado. 


(Carp. N% 383/85) 

— Repártanse. 

El secretariado del Presidium del Soviet Supremo re- 
mite télex solicitando se le comunique nómina de la dele- 
gación parlamentaria uruguaya que concurrirá a aque! 
país entre el 15 y el 22 de setiembre, detalles de horarios 
y vuelos y sugiere un programa tentativo para que sea 
considerado por nuestro Parlamento. 


— A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


4) ARCHIVO 


SEÑOR PRESIDENTE, — Dése cuenta de la solicitud 
de archivo de expedientes formulada por la Comisión de 
Educación y Cultura. 


(Se da de la siguiente:) 
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“La Comisión de Educación y Cultura aconseja el ar- 
chivo de los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se regulariza la situación funcional de los 
profesores provisionales de los Consejos de Educación 
Secundaria y Técnico Profesional. 


(Carp. N? 369/83) 


Por el que se reglamentan los artículos 44 y 45 de 
la Ley de Emergencia para la Educación NY 15.739, 
presentado por los señores senadores: Raumar Jude, 
Luis Bernardo Pozzolo, Eugenio Capeche, Pedro W. 
Cersósimo y Dardo Ortiz, 


(Carp. NO 225/85)" 
—Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota: ) 
—-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


5) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE. ---. Dése cuenta de una exposi- 
ción escrita. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Hugo Batalla, solicita, de contor- 
midad con lo establecido en el artículo 166 del Re- 
glamento del Cuerpo, el envío de una exposición es- 
crita a los Ministerios de Economía y Finanzas y de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, relacionada con la 
Cooperativa Agraria de Responsabilidad Limitada Is- 
la Negra (CARLIN) y productores independientes.” 


—Se va a votar la solicitud formulada por el señor 
senador Hugo Batalla. 


(Se vota:) 
—-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD, 


(Texto de la exposición escrita: ) 
“Montevideo, 26 de agosto de 1986. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Enrique Tarigo 


Presente 
Señor Presidente: 


De conformidad con las facultades que me confiere 
el Art. N?2 166 del Reglamento de la Cámara de Senado: 
res, solicito se curse a los Ministerios de Economía y Fi. 
nanzas, y de Ganadería, Agricultura y Pesca, la siguiente 
exposición escrita relacionada con la Cooperativa Agraria 
de Responsabilidad Ltda. Isla Negra —CARLIN— y pro: 
ductores independientes. 


Mediante un crédito obtenido del BROU, y aportes de 
los Asociados, se construyó un secador de arroz en Chuy 
con funcionamiento cooperativo, 


La Cooperativa CARLIN está integrada por produc- 
tores independientes (así se denomina a quienes cultivan 
sin créditos, avales o garantías de las empresas molineras 
que operan en el país). En la presente zafra 1985/1986 los 
Asociados enviaron su arroz a la Cooperativa, quién secó 
y almacenó la producción. Inicialmente, según se me infor- 
mó, la Cooperativa intentó negociar su arroz cáscara con 
los molinos del País, pero ante la primera oferta a las dos 
principales empresas nacionales, no surgió interés por par- 
te de los molinos en adquirir la partida ofrecida. Es así, 
que de un sondeo de precios que los asociados efectuaron 
en Brasil, surge la posibilidad de realizar la exportación 
de arroz en cáscara (para lo cual no hay impedimentos 
legales en el País) a un precio superior al que en ese mo- 
mento los molinos informaban a sus productores (la ex- 
pectativa de precio estaba ubicada en menos de U$S 8. 
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la bolsa de arroz cáscara). La oferta concreta de los com- 
pradores brasileños fue de U$S 170,00 la tonelada —que 
llevado a valor por bolsa de U$S 8,50— en una negocia. 
ción FOB frontera, y pago mediante carta de crédito al 
contado por intermedio del BROU. Así se realizó el nego- 
cio por la totalidad del arroz en cáscara de la Cooperativa, 
y actualmente se está embarcando. 


: El día 1% de agosto ppdo., concurrió una delegación 
de la Asociación de Cultivadores de Arroz a entrevistarse 
con el Sr. Ministro de Economía y Finanzas para tratar, 
entre otras cosas, lo referente a la devolución de impues- 
tos al arroz para la presente zafra. Estos fueron informa- 
dos por el Sr. Ministro que todo el arroz que se exportara 
sería beneficiado por la Devolución de Impuestos, excepto 
el que fuera exportado en cáscara. 


Ante el requerimiento de argumentos para ésta deter- 
minación, expresó que se tomaba por motivos de política 
fijada a tales efectos. 


Al respecto debemos realizar las siguientes aprecia- 
ciones: 


— Que las devoluciones de impuestos anteriores, y 
también ésta, están destinadas al cultivador, y que llega 
a éste en forma íntegra, de manera de abatir costos y no 
exportar impuestos 


— Que esta posición es compartida por el Sr. Minis- 
tro de Ganadería, Agricultura y Pesca, que así lo expreso 
en la Asamblea de la Asociación realizada en la ciudad de 
Treinta y Tres el pasado 12 de julio. 


— Que también el Sr. Ministro de Economía compar- 
te la opinión en el sentido que la devolución de impuestos 
es para el cultivador, y así lo expresó en la aludida en- 
trevista. 


— Que el Sector Industrial también lo admite, y lo 
ka rubricado en los convenios suscritos con la Asociación 
de Cultivadores de Arroz. 


Por lo tanto consideramos que ésta medida comuni- 
cada no interpreta el sentir compartido de las partes in- 
volucradas, entre las que se encuentra también el Poder 
Ejecutivo. 


El hecho que productores con creatividad, decisión y 
riesgo, en un momento en que internacionalmente somos 
agredidos por políticas de comercio desleales, salgan a la 
búsqueda de nuevas opciones y precios por nuestros pro- 
ductos, ha sido capitalizado por el sector, y fundamental. 
mente por la parte productiva, y hoy, prueba de ello es 
que las Industrias acreditaron al 30.6.86 a sus productores 
la suma de U$S 6,50 con posibilidades de mejorar fina!- 
mente éste precio. 


Esta medida a tomar sobre la exportación de arroz en 
cáscara, evidentemente cercena las iniciativas de produc- 
tores que han recogido el desafío propuesto por el Ejecu- 
tivo, e intentan modificar y dinamizar un rubro que tiene 
disponible un potencial extraordinario. 


El productor, desde la desaparición de Jas Cooperati- 
vas arroceras no había tenido oportunidad de contar con 
un ente testigo para la comercialización de su producto, y 
hoy vemos que el Estado trata a quién intente hacerlo, 
con una política discriminatoria. Esta medida, sin lugar a 
dudas, será tomada como una sanción a la iniciativa; y 
teniendo en cuenta que ésta misma posición es la que 
mantiene férreamente la industria arrocera, se entenderá 
que el Estado colabora en mantener el monopolio, de he- 
cho, establecido. 


Tenemos que decir que esta medida afecta a 100.000 
bolsas, de 8:000.000 que es la producción total del pais 
(12% de la producción), pero desde el punto de vista po- 
lítico y social del sector es de proporciones altísimas. 


La posición del productor arrocero, actuando a nivel 
gremial, ha sido siempre mesurada, seria y madura. Cuan- 
do ha discrepado, o ha realizado reclamos al Estado, inm- 
varlablemente se ha conducido dentro del respeto y diá- 
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logo por la función del Gobierno. Pensamos que ésta po. 
sición que hoy toma el Ejecutivo hipoteca gravemente la 
calidad de las relaciones. 


Ante lo expuesto, entendemos que el Poder Ejecutivo 
debe rever su posición para no provocar distorsiones en 
negocios ya concertados, y en las exceptativas creadas. 


Saluda a Ud. muy atentamente, 
Dr. Hugo Batalla, Senador”. 


. SEÑOR PRESIDENTE. --- Dése cuenta de Otra exposi- 
ción escrita. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Juan Carlos Fá Robaina solicita, de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 166 del Reglamento 
del Cuerpo, el envío de una exposición escrita a los Mi- 
misterios de Relaciones Exteriores, Ganadería, Agricultura 
y Pesca, y Economia y Finanzas, relacionada con los pro- 
ductares horti-frutícolas del departamento de Salto”. 


-£e va a votar la solicitud formulada por el señor se- 
nador Juan Carlos Fá Robaina. 


(Se vola:) 

—-17 en 17. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

(Texto de la exposición escrita: ) 

“Montevideo, setiembre 2 de 1986. 

Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo 
Presente. 
Señor Presidente: 


De acuerdo al articulo 166 del Reglamento, solicito se 
Curse la siguiente exposición escrita a los Ministerios de 
Relaciones Exteriores, Ganadería, Agricultura y Pesca y 
Economía y Finanzas: 


En el Departamento de Salto se considera que entre 
1.200 y 1.500 productores se dedican a la producción horti. 
fruticola. 


La superficie que trabajan es de alrededor de 10.000 
a 12.000 hás. Esto representa menos del 1% de la superfi- 
cie del departamento y más del 50% del total de predios 
del mismo. 


La población agricola asentada en este cordón de 
huertos que rodea la ciudad es de alrededor del 10% de 
la pobiación del departamento. 


De la superficie estimada, el 30% se utiliza en horti. 
cultura y dentro de ella se estima que unas 250 hás. se 
dedican a frutilla. Su producción representa del 70% al 
90% de la producción de frutilla del pais. 


Las características de suelo y clima de la Zona se Con- 
sideran las mejores del pais pues el cultivo logra en ella 
un largo periodo de producción (junio a diciembre) tras 
un período similar de desarrollo. 


Cultivo familiar, normalmente bien desarrollado, por 
productores capaces de lograr alta tecnificación. 


Normalmente el 80% de la producción se dirige al 
consumo directo y alrededor de un 4% a la industria, per- 
diéndose el 16% restante. 


Este año con el fin de llegar a un aprovechamiento 
máximo de la cosecha se ha organizado la preparación de 
la fruta para industria, sobre la base de contratos reali. 
zados con compradores argentinos. 


Estos contratos por un total de 300.000 kilos de fruta 
preparada, con entregas escalonadas, debieron comenzar a 
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cumplirse el día 13 de agosto próximo pasado, pero en el 
momento de realizar el primer embarque surgió que Ar- 
gentina al renegociar el acuerdo 26 del CAUCE declaró 
sensible a la frutilla impidiendo de esta forma concretar 
la operación pactada. 


Es necesario destacar la importancia que tiene para 
el departamento de Salto, el que sea posible concretar es- 
ta operación como asimismo tener la posibilidad de nega- 
ciar fruta fresca para consumo en la República Argentina. 


Si consideramos que cada Há. de este cultivo de tra- 
bajo durante 7 meses, de 7 a 10 personas y la preparación 
de la fruta para consumo e industria ocupa varios cente- 
nares más, existiendo condiciones de clima y suelos apro- 
piados como para llegar a producir 1.000 Hás. o más y 
estando la Intendencia Municipal, reparticiones del Minis- 
terio de Agricultura y Pesca y Agrupaciones de producto- 
res abocados a la tarea de lograrlo, podemos asumir el 
enorme potencial económico y de trabajo que este cultivo 
representa para Salto. 


Alentamos la esperanza de que la dificultad surgida 
para poder concretar la exportación a la República Ar- 
gentina, en aplicación del convenio existente, pueda ser 
superada a fin de no crear un espiritu de frustración que 
enervaría el esfuerzo de sacrificados cultivadores salteños. 


Saludo al Sr. Presidente atte., 


Dr. Juan C. Fá Robaina, Senador.” 


6) PROYECTOS PRESENTADOS 


“Carp. N9 605/86 


LEGITIMACION ADOPTIVA EN FAVOR 
DE MENORES ABANDONADOS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La legitimación adoptiva es uno de los institutos de 
mayor contenido humanitario de cuantos apuntan a la 
protección de la niñez desvalida. Aquí no están en juego 
derechos O beneficios de carácter particular referidos al 
menor, como podrian ser una pensión alimenticia o la te- 
nencia, por ejemplo, sino que se trata de una hermosa 
ficción legal por la cual un menor se inserta en el seno 
de una familia legítima, en un mismo pie de igualdad que 
el hijo nacido del matrimonio. 


Para cumplir esta altisima finalidad, veía la luz el 20 
de noviembre de 1945 la Ley N* 10.674, inspirada en un 
proyecto de aquel brillante jurista que fue el Dr. Martin 
R. Echegoyen. En un principio, permitia la legitimación 
adoptiva “en favor de menores abandonados, de huér- 
“fanos de padre y madre o de hijos de padres descono- 
“cidos”. 


Circunscripta a esa enumeración, la ley proyectó, en 
su dilatada aplicación, abundantes bienes en el orden es- 
piritual y material de la niñez desvalida o abandonada. 
Fueron miles los menores que encontraron su felicidad al 
amparo de esta ley, en estrecha conjunción de amor con 
sus padres adoptantes. Ampliado su radio de acción a “los 
hijos reconocidos por uno de los legitimantes” por el De- 
creto-Ley N9 14.759, del 5 de enero de 1978, sus bienhecho- 
res efectos se expandieron aún más. 
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Pero quedaba aún un punto por resolver, intensa y ex- 
tensamente considerado en nuestros tribunales: el relati- 
vo al menor abandonado por uno de sus padres legítimos, 
cuando aquél de éstos que ejercía la patria potestad, O 
contraía nuevo matrimonio y pretendía incorporarlo co- 
mo hijo legítimo de esa nueva unión. En otras palabras, 
el padre (0 la madre, excepcionalmente) se iba del pais 
o desaparecía del hogar, abandonándolo, sin saberse de 
su paradero. Dejaba de prestar todo tipo de asistencia a 
su hijo legitimo. Transcurridos los términos legales, la 


CAMARA DE SENADORES 


2 de Setiembre de 198%. 


madre obtenía por sentencia judicial la pérdida de la pa- 
tria potestad que ejercía el padre. Luego se divorciaba y 
contraía segundas nupcias. A ese nuevo hogar la madre 
llevaba su hijo, quien pasaba a ser, en cuidados y afectos, 
un hijo querido y tratado como “legítimo” por ambos 
cónyuges, siéndolo jurídicamente de uno sólo. 


La jurisprudencia, desde hace largo tiempo, aceptó 
unas veces la posibilidad de esa legitimación y otras la 
rechazó. La cita de fallos al respecto podría ser copiosa 
por su vastedad y variedad. Pero lo que realmente importa 
es que el problema sigue sin una expresa solución legal, 
ambientando la controversia, 


El proyecto que antecede permite la legitimación 
adoptiva del menor abandonado por uno de sus padres 
legítimos, condicionando esa posibilidad a la celebración 
de un nuevo matrimonio por el padre que ejerce la patria 
potestad. Con ello se colma una carencia de la ley res- 
pecto de aquellos menores que, estando en parecida situa- 
ción que otros a quienes alcanzaban los beneficios de ella, 
no podian, sin embargo, obtener el estado pleno de hijo 
legítimo respecto de quienes, en amor y cuidados, los te- 
nían por tales. 


“Si aquel nexo natural —decía el Dr. Echegoyen re- 
firiéndose al vínculo de sangre que es fruto de la pro- 
creación — lejos de servir para tutelar al descendiente, 
disículta su suerte y puede aún convertirse en perjuicio 
principal para su destino, la ley debe, racionalmente, oíre- 
cer fórmulas que permitan que el altruismo y el afecto, 
compensen tales deficiencias”. Sabias palabras, entera- 
mente aplicables al proyecto que antecede. 


Dardo Ortiz, Senador. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — Autorízase la legitimación adoptiva en 
favor de menores abandonados por uno de sus padres le- 
gitimos, cuando fuere solicitada por el nuevo matrimonio 
Celebrado por el cónyuge que hubiere conservado la patria 
potestad. 


A estos efectos, se considera menor abandonado aquel 
Cuyo padre o madre perdieron la patria potestad en la 
hipótesis prevista en el art. 285, num. 7? del Código Civil. 


Art. 22% —- Comuniquese, etc. 


Dardo Ortiz, Senador”. 


7) AMNISTIA DE DELITOS COMETIDOS POR 
FUNCIONARIOS MILITARES Y POLICIALES. 
Rectificación de Trámite. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra para una cues. 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: la Mesa ha 
destinado el Mensaje del Poder Ejecutivo relativo a la Ley 
de Pacificación Nacional, a la Comisión permanente res- 
pectiva. Pero de acuerdo a lo conversado al respecto, y 
con un entendimiento conocido, me permito proponer que 
se rectifique el trámite y se destine este asunto a una 
Comisión Especial integrada por nueve miembros: cuatro 
representantes del Partido Colorado, tres del Partido Na- 
cional y dos del Frente Amplio. 


Hago moción en ese sentido. Los nombres serán entre- 
gados por las distintas bancadas al señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción for- 
mulada por el señor senador Cigliuti. 


(Se vota:) 


--21 en 22. Afirmativa. 


2 de Setiembre de 1986 


8) COMISION DEL ORDEN DEL DIA. Informe, 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — Señor Presidente: creo que este 
es el momento adecuado para que la Comisión del Orden 
del Día ponga en consideración del Senado su informe. 
No estoy seguro si este es el trámite adecuado para la ma- 
nera que se va a organizar el trabajo del día. A] respecto, 
consulto a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Ese informe está repartido. 
¿El señor senador Pereyra propone que ese informe se 
trate en primer lugar del orden del dia? 


SEÑOR PEREYRA. — Como la Comisión del Orden del 
Día es algo nuevo —y no hay experiencia en la materia— 
pienso que este es el momento adecuado para tratarlo a 
los efectos de ajustar el temario de acuerdo a lo aconse- 
jado por la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Eso sería dentro del orden 
del día; antes tenemos la hora previa. 


SEÑOR PEREYRA. — Perfecto. ¿Me permite, para 
una cuestión de orden relacionada con el asunto “anterior? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — Entiendo que puede ser de bue- 
na práctica que la Mesa dé trámite a la Comisión del Or. 
den del Día a los asuntos que vienen informados. Mientras 
se hacía la lectura de los asuntos entrados observé que 
no se tomaba resolución y creo que existiendo una Comi- 
sión del Orden del Día, lo pertinente sería comunicarlo 
a la misma para que al organizar su trabajo tenga en 
cuenta qué asuntos se encuentran informados para poder 
incorporarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — La resolución que se adopta 
es que se repartan. Sin perjuicio de ello, la Mesa va a to- 
mar en cuenta la sugerencia del señor senador Pereyra en 
el sentido de que sean cursados a la Comisión del Orden 
del Día. 


9) BANCO DE PREVISION SOCIAL. 
Integración de su Directorio. Alteración del 
Orden del Día. 


SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR MEDEROS. —- La Comisión de Asuntos Admi- 
nistrativos se ha pronunciado con respecto a las venias 
solicitadas por el Poder Ejecutivo para la integración de! 
Directorio del Banco de Previsión Soclal, de acuerdo con 
la nota del 20 de agosto de 1986. 


Pediría que, como hay urgencia, este asunto se colo- 
que en primer término del orden del día, o sea, que des- 
pués de la hora previa se pase a sesión secreta para tra- 
tarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pienso que deberíamos ago- 
tar la hora previa y luego, entrados a la consideración del 
orden del día, ver sí hay mociones de urgencia. 


SEÑOR MEDEROS. — Dejo planteado este asunto, 


10) INDUSTRIA AZUCARERA 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra en la hora 
previa. 
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Tiene la palabra el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
al comienzo de esta Legislatura el Senado designó una 
Comisión Especial de la que formo parte, con dos coméeti- 
dos de importancia singular. Uno tiene que ver con !2 
reactivación de ARINSA y otro es el que dice relación con 
la situación de paralización en que se encuentra el Frigo- 
rífico Fray Bentos, ex Anglo. 


Hace bastante tiempo —creo que meses-— que esta Co. 
misión prácticamente no funciona y sé que ha sido Ci- 
tada para el correr de la presente semana. 


Hoy quiero tomar, para darle estado parlamentario, 
una situación Vinculada con la primera de estas dos asig- 
naciones que se le han conferido a la Comisión, que tiene 
que ver con la situación de ARINSA y más ampliamente 
con la de la industria azucarera. 


Quiero que el Senado sepa que ha habido una intensa 
actividad por parte de todos o casi todos los trabajadores 
vinculados a esta actividad. Se ha efectuado una sucesión 
de reuniones, de las que han formado parte empleados y 
obreros de ARINSA, Azucarlito, La Sierra, CALNU, RAU- 
SA, Artigas y El Espinillar, habiendo finalizado este In- 
tenso trabajo, examinando el conjunto de los temas, los 
trabajadores de ARINSA, de La Sierra, de El Espinillar y 
de RAUSA. 


Considero que este es realmente uno de los temas 
cuya urgente solución debe continuar preocupando a todos 
los sectores de opinión del país, no solamente por ARINSA, 
sino por el conjunto de problemas yinculados con la pro- 
ducción, ingustrialización y comercialización del azúcar 
en el Uruguay. 


Como es notorio, este tema fue encarado a partir de 
1950, a través de la Ley N* 11.448, que contempló sustan- 
cialmente el aspecto agrícola y el industrial. Luego fue 
declarado “de interés nacional” el cultivo de la remolacha 
azucarera y caña de azúcar y también la refinación de 
crudo. El Estado se comprometió a apoyar el sector y se 
llegó inclusc a mencionar la posible expropiación de tle- 
rras en las zonas de los ingenios, para favorecer la im. 
plantación de los cultivos. Además, se obligó a los inge- 
nios a adquirir matería prima nacional, mientras ello 
fuera posible. 


Tanto en el agro como en la industria, la regulación 
establecida por la ley se convirtió en importante factor 
de desarrollo durante muchos años, por cuanto se garan- 
tizaba al productor la colocación de su cosecha y en la 
industria se fomentaba su desarrollo reconociendo costos 
y asegurando utilidades razonables. 


Por otra parte, la lev amparó a los trabajadores y se 
otorgó a todo el sector una real importancia —la que 
tiene o debería tener— como generador de puestos de 
rabajo. Tan es ello así, que se llegó a obligar a los inge- 
nios a garantizar la ocupación durante todo el año a 105 
trabajadores permanentes. 


Posteriormente, por Decreto de 1952, se creó la Comi- 
sión Honoraria del Azúcar, que entonces se convirtió en 
el organismo oficial de control de toda la temática azuca- 
rera del pais, con una fiscalización acorde con la trascen- 
dencia del estatuto aludido. 


La Comisión Honoraria del Azúcar estaba integrada 
por representantes del Poder Ejecutivo, del Banco de la 
República, de los Ministerios entonces denominados de Ha. 
cienda, Ganadería y Agricultura, e Industrias y Trabajo. 


Esta Comisión aconsejaba al Poder Ejecutivo sobre la 
fijación de precios desde la materia prima al azúcar in- 
dustrializado y a los subproductos y también fijaba y con- 
trolaba áreas de siembra. producción y comercialización, 
disponiendo las respectivas cuotas en cada uno de los Ca- 
sos. Asimismo, administraba el Fondo de Estabilización 
del Precio del Azúcar. Garantizaba esta intervención, un 
tratamiento fiscalizador serio. No dejaba al productor en 
manos del ingenio, sino que fijaba el precio que se le de- 
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bja pagar por la remolacha o la caña, asi como el precio 
del azúcar en sus distintas etapas de comercialización; de- 
terminaba cuándo era necesaria la importación de crudos 
y. por qué; controlaba costos de producción —elemento 
fundamental... fijaba el financiamiento de los cultivos, 
etcétera. Todo ello representaba una regulación verdadera 
de la producción azucarera del país e impedía los exce 
sos que actualmente se registran al no funcionar la Co- 
misión de referencia. 


Posteriormente hubo un largo proceso, del que el Se- 
nado se ha ocupado reiteradamente y el estudio efectuado 
por estos trabajadores acumula una cantidad realmente im- 
presionante de elementos en lo que tiene que ver con la 
clausura, totalmente injustificada, de ARINSA, con la cri- 
sis de RAUSA, ingenio enclavado en el noreste de Canelo- 
nes, con una capacidad de producción de 16.000 toneladas- 
año, que cuenta con 450 personas ocupadas directamente 
en la planta industrial, a las que hay que sumar otras 200 
que laboran en otras áreas paralelas de la Empresa. 


Los productores, que eran 3.000, hoy han descendido 
a 1.000, como consecuencia de la falta de una politica 
adecuada en torno al tema. 


Por otra parte hay que advertir que la subsistencia 
de RAUSA se está dando con un funcionamiento real- 
mente precario como consecuencia de todo lo que estamos 
denunciando. 


También se incorporan otros elementos vinculados a 
El Espinillar, cuya permanencia en el mercado ha sido 
claramente objetada por sus competidores privados, pero 
que tiene una gran importancia, a pesar de que no se ha 
permitido 2 ANCAP Obtener la autorización legal que le 
diera el marco necesario para que, sin lesionar los intereses 
particulares, el establecimiento pudiera desarrollarse y lle- 
var adelante la ampliación que fuera planificada. 


Todo esto ha determinado que El Espinillar estuviera, 
más de una vez, al borde del cierre o de la privatización. 


Debemos tener en cuenta que El Espinillar tiene un 
área de más de 4.600 hectáreas, de las que 2.400 están 
bajo regadío y son explotadas en su totalidad por ANCAP, 
con un producido de 70.000 toneladas de caña, de las que 
se obtienen 7.000 toneladas de azúcar, La producción total 
alcanza las 20.000 toneladas, con las plantaciones particu- 
lares que la rodean, pero ha habido que reducirlas, por- 
que ANCAP prorrogó el contrato sólo por un año, dada 
la incertidumbre de los destinos del establecimiento. Esta 
infraestructura —recientemente visitada por varios seño- 
res representantes— se complementa con canales, cami- 
nos, lagos, escuela, servicio médico, complejos habitacio- 
nales, explotación forestal y frutícola, comedores, equipos, 
talleres, depósitos, etcétera. 


El Espinillar es parte de los problemas del mercado 
azucarero nacional, pero no es él quien los provoca o au- 
menta, sino la dificultad que existe actualmente por la 
falta de una política vinculada al área del azúcar. 


El Espinillar testifica costos de producción, pues pro- 
duce azúcar blanco a partir de la misma Materia prima 
que una empresa privada que incide en casi el 60% del 
mercado. 


También quiero señalar, señor Presidente, que en la 
situación actual ARINSA ha dejado de producir, RAUSA 
enirenta una disminución constante por la baja de pro- 
ducción de su zona agrícola y, mientras tanto, hay Otra 
empresa privada que emprende una considerable expan- 
sión, como consecuencia de una política del Estado cla- 
ramente diferenciada con respecto a unas y otras. A esto 
hay que agregar que, aunque se invoca su carácter de Coo- 
perativa, en realidad se maneja como una empresa de otra 
baturaleza y que a pesar de la intensa lucha sindical que 
se ha venido librando con resultado positivo, los salarios 
que paga, comparándolos con los de El Espinillar, son con- 
siderablemente inferiores. 


Por otra parte tendríamos que hablar detenidamente 
—-pero no lo haremos porque es un tema ya harto cono- 
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cido— sobre la incidencia absolutamente negativa que tie. 
ne el contrabando en todo este problema. 


Finalmente queremos destacar nuestro apoyo al tra- 
bajo realizado por los trabajadores. Consideramos necesa- 
ria la reactivación del Ingenio Azucarero de Mercedes y 
aspiramos, si es posible, a que sea concretada por la vía 
cooperativa, como lo planteamos hace ya más de un año 
en el seno de la Comisión respectiva, junto a nuestro com. 
pañero, el señor senador Batalla. Insistimos también en la 
imprescindibilidad de que sea reinstalada la Comisión Ho- 
noraria del Azúcar y aplicada la Ley de 1950; de que se 
combata efectivamente el contrabando; de que se dote a 
Ej Espinillar del marco legal que permita superar la pre- 
cariedad de la situación en que se encuentra; que se apo- 
ye la alternativa de CAUCE, como forma de permitir la 
exportación de la fructosa de Agroindustria La Sierra a 
la República Argentina y que se rechace la importación 
de azúcar crudo, salvo condiciones de carácter absoluta- 
tamente excepcionales. 


El tema del azúcar debe merecer la atención constan- 
te, efectiva y decidida de todos los sectores de gobierno 
del país. Queremos reclamar, nuevamente, la absoluta ne- 
cesidad de que rápidamente se provean soluciones efec- 
tivas para el mismo. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica 
de estas palabras sea enviada a los Ministerios de Econo- 
mía y Finanza, Industria y Energía y Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción dei 
señor senador Rodriguez Camusso en el sentido de que la 
versión taquigráfica de sus palabras se pase a los Minis- 
lerios de Economía y Finanzas, Industria y Energía y Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca. 


(Se vota:) 


—19 en 19. Afirmativa, UNANIMIDAD. 


11) ESCUELA GRANJA N?* 47, Canelones. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Capeche. 


SEÑOR CAPECHE. — Señor Presidente: hace ya va- 
Tios días fui invitado a concurrir a una reunión organi- 
zada por varias Comisiones de Fomento, en el paraje Los 
Horneros, en el Barrio Rincón de Carrasco —7*% Sección 
del Departamento de Canelones-- con el propósito de ha- 
cernos conocer inquietudes de la población de la Zona. 


La reunión se realizó en la Escuela Granja N* 47, la 
cual funciona bajo la dirección del señor Director Alfonso 
Viera Picaso, y cuenta con un edificio de seis salones y 
una asistencia de ciento veinte alumnos que están a cargo 
de cinco maestros y un Director. 


Entre los distintos problemas que nos planteara la Co. 
misión de Fomento de dicha escuela, el más urgente es 
el de la falta de personal de servicio que tiene la misma. 
Agrego, señor Presidente, que no es posible que una es- 
Cuela granja como ésa, propiedad del Estado, con un am- 
plio edificio donde en el comedor se atiende a ciento vein- 
te niños, brindándoles alimentación todos los días de clase 
y que, además, cuenta con tres hectáreas de terreno, no 
disponga de un solo funcionario de servicio, pagado por 
el Consejo, a pesar de las reiteradas reclamaciones de las 
autoridades competentes. 


Señor Presidente: la Comisión de Fomento y el señor 
Director reclaman a la brevedad posible, el ingreso de 
una cocinera, una limpiadora y un peón para trabajar la 
tierra, ya que el rubro fijado por el Consejo para gastos 
es insuficiente para poder atender el normal desarrollo de 
las tareas imprescindibles en una escuela granja de esa 
categoría. 


La Comisión de Fomento hace notar que, de contar 
con un peón para trabajar la tierra que tienen disponible, 
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y con la cantidad de herramientas agricolas que poseen 
en la Escuela, podrían producir las verduras - necesarias 
para el consumo interno del establecimiento y distribuir 
otra parte entre las escuelas vecinas que tengan en fun- 
cionamiento un comedor para alimentar a los niños. 


Con la esperanza de que el Consejo de Educación 
Primaria, con el reluerzo de rubros que tendrá, propor- 
cionado por la Rendición de Cuentas que se encuentra a 
estudio del Parlamento, pueda disponer de una partida 
que le permita regularizar la situación a la que nos he- 
mos referido, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se pase al Ministerio de Educación y Cultura y 
al Consejo de Educación Primaria. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar si se remite la versión taquigráfica de 
las palabras pronunciadas por el señor senador Capeche 
al Ministerio de Educación y Cultura y al Consejo de 
Educación Primaria. 

(Se vota:) 


--20 en 21, Afirmativa. 


12) COMISARIA DE MUJERES. San Pablo. 


SEÑOR PRESIDENTE. 
senador Cersósimo. 


Tiene la palabra el senor 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: en el año 
1969, ocupando la titularidad del Ministerio del Interior, 
tuve el propósito de institucionalizar una Comisaria de 
Mujeres. 


En estos dias, el diario que dirige el señor Presidenie 
acaba de informar en su página 19 —con fecha 23 de 
agosto—— a través de su corresponsal correspondiente, que 
en el mismo mes de agosto del año pasado, informaba 
respecto de la inauguración de la primera Comisaría de 
Mujeres en San Pablo, dependiente de la Secretaria de 
Seguridad Social, primer órgano estadual que ha recono- 
cido la necesidad de una entidad atendida por mujeres, 
para defenderlas de los problemas que afligen al sexo 
femenino, principalmente el de la violencia en su ampli- 
tud de aspectos, que es uno de los más frecuentes. 


Nos satisface plenamente esta noticia, señor Presiden- 
te, por cuanto viene a confirmar aquellas preocupaciones 
y aspiraciones que alentábamos hace ya dieciséis años. Este 
hecho a que he referido, recibió la felicitación de la 
UNESCO y en su momento ocupó relevantes espacios en 
los medios de comunicación social de Brasil, así como del 
exterjor. Debe ponerse de manifiesto que países como 
Estados Unidos y Japón enviaron sus canales de televisión, 
a los efectos de informar sobre algo inédito en el mundo, 
que repercutió de tal manera en la sociedad brasileña, que 
A veinte dias de instalada la Comisaría de San Pablo, la 
ciudad de Porto Alegre se unía también a la idea. 


Transcurrido un año, el balance de actuación —-y esto 
lo digo con el propósito que animará el trámite que voy 2 
solicitar-—— de la Comisaría pionera a que me estoy refi- 
riendo, es mucho más que positivo y alentador. Se han 
registrado hasta ahora siete mil denuncias, Ja mayoria de 
las cuales han sido por agresión fisica y un 30% por cri- 
menes sexuales. Como resultado, de las sesenta y cinco 
mil mujeres que pasaron por la Comisaría se instauraron 
más de mil procesos judiciales y se efectuaron cinco pri- 
siones, cuatro por estupro y una por agresión fisica. Al 
principio, esta Comisaria funcionó durante doce horas Co. 
rridas, pero, posteriormente, se vio obligada a trabajar por 
espacio de veinticuatro horas a los efectos de atender, co- 
mo promedio diario, de ciento cincuenta a doscientas per- 
sonas. 


Interesa señalar este hecho, señor Presidente, no so- 
tamente como descollante en cuanto al número de aten- 
ciones que se brindan diariamente, por tratarse de un 
recinto exclusivamente femenino, sino porque en ese lu- 
gar 14 mujer se siente mejor comprendida al disfrutar de 
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la privacidad y la confianza que, sin ninguna duda, le 
brindan personas de su mismo sexo. Lo trascendente de 
todo esto es la concientización alcanzada no a nivel de 
las perjudicadas, sino de las autoridades, que han contri- 
buido para llevar adelante esta necesidad imperiosa de la 
ciudadania femenina. La órbita de atención se ha amplia. 
do y ramificado cada vez más y, a medida que la idea se 
difunde, nuevas zonas de Brasil se suman a ella, ya que 
las propias mujeres van adquiriendo la noción de la de- 
Tensa de un derecho inalienable, como es el de no sufrir 
ningún tipo de violencia. 


Actualmente, el Estado de San Pablo posee ocho Co- 
misarías de Mujeres: cinco en diversas zonas de la Cu. 
pital y tres en ciudades del interior. Asimismo, está pre- 
vista la creación de diez más: cuatro en la Capital y seis 
en el resto del Estado. 


De los veintitrés Estados que componen la federación 
brasileña, trece han adoptado la creación de estas Co- 
misarías; por lo tanto más de la mitad de la población fe- 
menina de aquel país tiene a dónde recurrir cuando Sus 
derechos no son respetados. 


El rasgo más significativo, señor Presidente, que de- 
seo ponderar de manera especial, con respecto a esta ini. 
ciativa tan feliz, es el anuncio de la institucionalización 
de las Comisarías, para garantizar, por medio de la norma 
legal su continuidad y obligatoriedad, realizado en el 
transcurso del Primer Encuentro Estadual de la Delegacia 
de la Defensa de la Mujer, que se llevó a cabo reciente- 
mente en San Pablo, a los efectos de evaluar resultados y 
prioricades. 


Lo importante es que esta semilla, que en un princi- 
pio tuvo muy pocas exteriorizaciones, ha germinado no- 
toria y elocuentemente. Y sus ramificaciones han sido tan 
asombrosas, que las denuncias de agresión física, que abar- 
can el 70% de los casos —y no especificamente referidas 
2 las capas sociales más pobres, sino también a la clase 
media— constituyen una importante mayoria. 


Estas comisarías -——dice la titular de la primera de 
ellas, la doctora Rosmary Correa— fueron el resultado de 
la reivindicación de las mujeres y han constituido una 
victoria global de los movimientos feministas que movili- 
zaron la opinión pública y podrían correr el riesgo de de- 
saparecer si no se tomaba una actitud inmediata. 


Es de desear, señor Presidente, que una experiencia 
similar sea posible llevarla a cabo muy pronto en nuestro 
pais para que éste —que ha exhibido la característica de 
destacarse a nivel mundial por el logro de importantes be- 
neficios sociales— no quede relegado en un sector, como 
el de la mujer, que es vital y decisivo en una sociedad. 
democrática como la nuestra. 


A efectos de que se estudie la posibilidad de actuar 
en la forma que dejamos señalada o dentro del mecanis- 
mo que hemos indicado y del propósito que nos anima al 
hacer esta exposición, solicito que su versión taquigráfica 
pase al Poder Ejecutivo con destino al Ministerio del In- 
terior, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Cersósimo para que la ver- 
sión taquigráfica de sus palabras se pase al Poder Ejecu- 
tivo con destino al Ministerio del Interior. 


(Se vota:) 

—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

SEÑOR PRESIDENTE. — También está anotado para 
hacer uso de la palabra en la hora previa el señor sena- 
dor Lacalle Herrera, pero en este momento no se encuen- 
tra en Sala. 


Por lo tanto, queda finalizada la hora previa. 


13) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Dése cuenta de dos proyee- 
tos de ley llegados a la Mesa. 
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(Se da de los siguientes: ) 


“Los señores senadores: Reinaldo Gargano, Alberto 
Zumarán y Carlos Julio Pereyra presentan, con exposición 
de motivos, los siguientes proyectos de ley: 


Por el que se propone el pasaje al Instituto Nacional 
de Colonización de inmuebles rurales en posesión de 
distintas reparticiones del Estado (“Tierras Fiscales”). 


(Carp. N9 612/86) 


Por el que se regula el pasaje al Instituto Nacional de 
Colonización, de inmuebles rurales que, por concepto 
de recuperación de créditos, hayan ingresado a los 
Bancos Central del Uruguay y de la República Orien- 
tal del Uruguay. 


(Carp. N? 613/86)” 
--A la Comisión de Agricultura y Pesca. 


(Texto de los proyectos presentados: ) 


A) INMUEBLES RURALES EN POSESION DE DISTIN- 
TAS REPARTICIONES DEL ESTADO - PASAJE AL 
INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACION 


“Carp. N* 612/86 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En un pais esencialmente agricola-ganadero como el 
nuestro, uno de los fenómenos más dramáticos está cons- 
tituido por el despoblamiento constante que sufre nuestra 
campaña. Como es sabido, año a año se incrementa la mi- 
gración interna del campo hacia la ciudad, y son cada vez 
menos los uruguayos afineados en el campo. El latifundio. 
en lugar de retroceder, avanza. 


Por otra parte, el estancamiento y retroceso produc- 
tivo están directamente relacionados con el tema de la 
tenencia de la tierra, que condiciona los sistemas de pro- 
ducción y la propia productividad del suelo. Las conse- 
cuencias que este proceso trae aparejadas sobre la pro- 
ducción del país —más o menos importantes, según el ru- 
bro de que se trate— son incuestionabies. 


Dicho proceso, debe comenzar a revertirse. Y hay en el 
país, actualmente, condiciones como para hacerlo: por un 
lado, existen en poder de reparticiones del Estado, a lo 
largo y ancho del país, miles de hectáreas aptas para la 
explotación agropecuaria, muchas veces improductivas; por 
otro lado, existen miles de uruguayos necesitados —y de- 
seosos-— de tierras para trabajar; y por otro, el propio 
Estado cuenta con el instrumento apropiado para afincar 
la gente en la tierra: el Instituto Nacional de Coloniza- 
ción, hoy carente de tierras. 


El presente proyecto, elaborado por técnicos vincula- 
dos al Movimiento Nacional de Aspirantes a Colonos, pro- 
cura ofrecer, precisamente, los mecanismos idóneos que 
permitan al 1.N.C. contar con tierras suficientes como para 
colonizar, según los fines específicos para los que fuera 
creado. 


Para los casos en que el I.N.C. adquiera tierras a otras 
instituciones del Estado, el proyecto prevee la creación de 
“Bonos del Instituto Nacional de Colonización”, a usarse, 
bajo determinadas condiciones, sólo entre dichas institu- 
ciones. 


Creemos que este proyecto, siendo perfectible, ofrece 
una salida apta y viable para una situación que, como la 
reseñada al comienzo, no sólo resulta inquietante, .sino 
que, además, es notoriamente perjudicial para el país. 


Reinaldo Gargano, Carlos J. Pereyra, Alberto Zuma- 
rán. Senadores. 


PROYECTO DE LEY QUE PROPONE EL PASAJE AL 
INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACION (1.N.C.), DE 
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INMUEBLES RURALES EN POSESION DE DISTINTAS 
REPARTICIONES DEL ESTADO (“TIERRAS FISCALIS'". 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1? — Son declarados de utilidad pública, to- 
dos los bienes inmuebles rurales aptos para la explotación 
agropecuaria, que sean propiedad del Estado, en cualquiera 
de sus dependencias. 


Art. 22% — El Instituto Nacional de Colonización 
(IN.C.), tomará urgente posesión de los inmuebles com- 
prendidos en la situación que se señala en el Art, 19, en 
carácter de Propietario o Administrador —según corres. 
ponda— de acuerdo a los Arts. 33 y 34 de la Ley N? 11.029 
de fecha 12 de enero de 1948. 


Art. 3% -— Dichos inmuebles rurales, serán adjudica- 
dos por el 1N.C. de acuerdo a lo dispuesto en la referida 
Ley N?* 11.029. 


Art. 4%, — En caso de que el 1.N.C. adquiera las tie- 
rras, el Estado emitirá “Bonos del Instituto Nacional de 
Colonización”, con destino específico al pago a las insti- 
tuciones oficiales involucradas, hasta por un monto equi- 
valente a la suma de los valores de tasación de los distin- 
tos inmuebles rurales afectados. 


Art. 5% — Los “Bonos del Instituto Nacional de Colo- 
nización”, sólo podrán ser afectados a operaciones entre 
instituciones oficiales; serán emitidos en Unidades Rea- 
justables de Productos Sectoriales, no generando interés 
por ningún concepto; tendrán un plazo de vencimiento de 
hasta treinta (30) años. 


Art. 6%. — El Instituto Nacional de Colonización, ad- 
quirirá los inmuebles rurales afectados, pagando con los 
Bonos a que hace referencia el Art. 4% de la presente ley 
destinando dichos inmuebles al cumplimiento de sus fines 
especificos. 


Art. 79%. — Cuando a la techa de promulgación de esta 
ley, los ocupantes de los inmuebles afectados tuvieran con- 
tratos de arrendamiento vigentes, el LIN.C. podrá mante- 
nerlos en los predios, siempre que el arrendatario reúna 
jas condiciones que este Organismo exige para sus colonos. 


Art. 8% — Cuando el arrendatario no reúna dichas 
condiciones, deberá entregar las tierras afectadas en un 
plazo no mayor de un año, contado a partir de la fecha 
de promulgación de la presente ley, aún cuando los pla- 
zos contractuales fueran superiores. 


Art, 9% — El arrendatario de un campo afectado por 
las disposiciones de la presente ley, que reúna las con- 
diciones exigidas por el IN.C. para sus colonos y desee 
acogerse a sus términos, podrá hacerlo, rescindiendo pre- 
viamente su contrato vigente. En tal caso, tendrá prefe- 
rencia en la adjudicación de la fracción de campo que 
ocupare. 


Art. 10. — Para poder acogerse a lo establecido en los 
artículos 72 y 9% de la presente ley, será condición nece- 
saria que el beneficiario no ocupe otra fracción de cam- 
po, a ningún título. 


Reinaldo Gargano, Carlos Julio Pereyra, Alberto Zu- 
marán. Senadores.” 


B) INMUEBLES RURALES EN POSESION DE LOS BAN- 
COS: CENTRAL Y DE LA REPUBLICA. PASAJE AL 
INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACION. 

“Carp. N* 613/86 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
En su artículo 32, la Ley de Refinanciación del En- 
deudamiento Interno, Ley N* 15.786, de 4 de diciembre de 

1985, establece en forma textual: 


“Los bienes inmuebles rurales que ingresen al domi- 
“nio del Banco Central del Uruguay o del Banco de la 
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“Repúbiica Oriental del Uruguay por concepto de recupe- 
“ración de sus créditos, serán transferidos al Instituto Na- 
“cional de Colonización, siempre que sean aptos para la 
“realización de sus programas, a juicio del Instituto”. 


El presente proyecto, elaborado por técnicos vincula- 
dos al Movimiento Nacional de Aspirantes a Colonos, apun- 
ta a viabilizar, por intermedio de la ley, la disposición 
que antecede, cuyo espíritu comparte plenamente. 


Debe evitarse, para bien del país, que los inmuebles 
rurales que se encontraran en tales condiciones, pasen. 
por la vía de la subasta pública, a engrosar los latifundios 
existentes en el país, o lo que sería aún peor, a poder de 
extranjeros. 


De ahí que, en el presente proyecto de ley, propon- 
gamos su expropiación por parte del Estado y su pasaje 
a la órbita del Instituto Nacional de Colonización, para 
cl cabal cumplimiento de sus fines. 


El pais necesita aumentar su producción agropecuaria. 
El pais necesita, también, revertir de algún modo el cons- 
tante y creciente proceso de despoblamiento de nuestra 
campaña. El proyecto que proponemos, contempla esa do. 
ble necesidad, en una forma que entendemos completa- 
mente justa y viable. Además, con una ventaja adicional: 
el proyecto contempla a aquellos pequeños y medianos pro- 
ductores que, justificando los fines productivos de su en- 
deudamiento, quieran continuar afincados a la tierra. Para 
ellos, el proyecto otorga prioridad en la adjudicación del 
predio que ocupan, con la sola exigencia de que reúnan 
las condiciones establecidas en la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948, de creación del IN.C., y no posean Otros 
predios a su cargo. 


Por otra parte, el proyecto que presentamos también 
contempla la situación de los arrendatarios con contrato 
vigente, dándoles la misma prioridad que a los propieta- 
rios endeudados. 


Existen en el país miles de ciudadanos uruguayos que 
anhelan tierra para trabajar. El país cuenta, además, crea- 
do para esos fines, con un organismo, el Instituto Nacio- 
nal de Colonización, capaz de procesar el asentamiento de 
la gente a la tierra. Y las tierras que dicho Instituto hoy 
no posee, fruto de un negocio desastroso del Estado bajo 
el régimen de facto, están hoy al alcance de la mano, 
en la órbita de Bancos que, como el Banco Central del 
Uruguay y el Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, nos pertenecen a todos. 


El presente proyecto, sin dudas perfectible, aporta 
una fórmula no desdeñable de solución a tan complejos 
problemas —como lo son los de la tenencia y producción 
de la tierra— beneficiando a un número significativo de 
uruguayos, y, por lo mismo, beneficiando al conjunto del 
pais. 


Reinaldo Gargano, Carlos Julio Pereyra, Alberto ZLu- 
marán. Senadores. 


PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL PASAJE AL 
INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACION, DE INMU: 
BLES RURALES QUE, POR CONCEPTO DE RECUPERA- 
CION DE CREDITOS, HAYAN INGRESADO A LOS BAN- 
COS CENTRAL DEL URUGUAY Y DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — Todos los bienes inmuebles rurales da- 
dos en garantía por créditos que, a la fecha de promulga- 
ción de esta ley, se encuentran impagos al Banco Central 
del Uruguay o al Banco de la República Oriental del Uru- 
guay, y cuyo valor, determinado por una Comisión Tasado- 
ra, sea igual o inferior al monto total de la deuda y sus in- 
tereses, son declarados de utilidad pública y serán expro- 
piados, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución de 
la República. 


Art. 22. — El precio fijado para la expropiación, sera 
determinado por una Comisión Tasadora, designada a ta- 
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les eiectos e integrada por: un representante del B.C.U. 
y/o del B.R.O.U., un representante designado por el deu- 
dor, un representante del I.N.C., y un representante del 
Movimiento Nacional de Aspirantes a Colonos, este último 
en calidad de observador. 


Art. 39%, — La deuda y los intereses que el inmueble 
garantiza, se compensarán hasta el valor del precio fija- 
do para la expropiación. 


Art. 42 La titularidad de los bienes inmuebles ru- 
rales comprendidos en los términos de esta ley, pertene- 
cerá al B.C.U. o al B.R.O.U., según corresponda. 


Art. 5% — Dichos bienes inmuebles rurales, serán ad- 
judicados al Instituto Nacional de Colonización, quien, en 
carácter de Administrador, tomará inmediata posesión de 
los mismos, destinándolos a sus fines específicos. 


Art, 6% — El LN.C., a medida que perciba ingresos por 
la adjudicación, a cualquier título, de dichos predios, de 
conformidad con lo establecido en la Ley N? 11.029, de 12 
de enero de 1948, y una vez deducidos sus costos de ad. 
ministración, los verterá a las instituciones bancarias ti- 
tulares, en pago por dicho usufructo. 


Art. 79. — Aquellos productores que pierdan la totali. 
lidad de la propiedad de su tierra por aplicación de la 
presente ley, tendrán absoluta preferencia para quedar en 
ella o en parte de ella, como colono del 1.N.C., de acuerdo 
a las disposiciones de la Ley N? 11.029. 


Art. 8%. — Para la instrumentación de la aplicación 
del Art. anterior, se nombrará, a nivel departamenta!, una 
Comisión integrada por un representante del MA.P., un 
representante del LN.C., un representante de la Intenden- 
cia Municipal del Departamento correspondiente, un re- 
presentante de la Asociación de Colonos del Uruguay y 
uno del Movimiento Nacional de Aspirantes a Colonos. 


Art. 99. -- Cuando a la fecha de promulgación de esta 
ley. los ocupantes de los inmuebles afectados tuvieran con- 
tratos de arrendamiento vigentes, el LN.C. podrá mante- 
nerios en los predios, siempre que el arrendatario reúna 
las condiciones que este organismo exige para sus colonos. 


Art. 10. — Cuando el arrendatario no reúna dichas 
condiciones, deberá entregar las tierras afectadas en un 
plazo no mayor de un año, contado a partir de la fecha 
de promulgación de la presente ley, aún cuando los pla- 
zos contractuales fueran superiores. 


Art. 11. -- El arrendatario de un campo afectado por 
las disposiciones de la presente ley, que reúna las con- 
diciones exigidas por el 1.N.C. para sus colonos y desee 
acogerse a la misma, podrá hacerlo, rescindiendo previa- 
mente su contrato vigente; dichos arrendatarios gozarán 
de la preferencia que confiere el Art. 79 de la presente ley. 


Art. 12, — En todos los casos, el beneficiario no podrá 
ocupar otra fracción de campo, a ningún título. Cuando 
existan deudas garantizadas pero que estén afectadas por 
otras actividades, ya sean industriales, comerciales, ete., 
estos deudores no serán beneficiados por la presente ley. 


Art. 13. — En el caso de los productores que, en apli- 
cación del Art. 792 de la presente ley, quedaren como co- 
lonos y no cubrieran, con la entrega de sus tierras, la to. 
talidad de su deuda, se les proveerá de medios para que 
puedan obtener nuevos créditos y se les mantendrá la do- 
tación y/o equipamiento minimo existente, de acuerdo al 
tipo de explotación realizada. 


Art. 14. — Comuniquesc, etc. 
Reinaldo Gargano, Carlos Julio Pereyra, Alberto Zu- 
marán. Senadores.” 


14) COMISION DEL ORDEN DEL DIA. Informe. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Corresponde considerar aho- 
ra la moción del señor senador Mederos para que se de- 
clare urgente la discusión de la venia solicitada para los 
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integrantes del Directorio del Banco de Previsión Social 
y la del señor senador Pereyra que creo era en el mismo 
sentido. 


SEÑOR PEREYRA, -—— No, señor Presidente. Mi mo- 
ción consistía en considerar el informe de la Comision 
del Orden del Día, a los efectos de que si es aprobado, el 
Senado trabaje en el día de hoy sobre la propuesta. Ade- 
más, el asunto está repartido. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Entonces, en primer lugar 
corresponde votar la moción del señor senador Pereyra 
que fue presentada con anterioridad y que además precede 
a la otra. 


Se va a votar la moción del señor senador Pereyra 
en el sentido de que se considere en primer lugar la pro- 
puesta de la Comisión del Orden del Día. 


(Se vota: ) 


—-23 en 24. Afirmativa. 


15) BANCO DE PREVISION SOCIAL. 
Integración de su Directorio. Alteración del 
Orden del Día. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Ahora tendriamos que votar 
la moción del señor senador Mederos en el sentido de que 
en segundo término del orden del día se coloque la soli- 
citud de venia para los integrantes del Directorio del Ban- 
co de Previsión Social. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Me permite, señor Presidente, 
para hacer una aclaración? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — ¿Ese asunto se trataría después 
de finalizada la discusión del tema que figura en primer 
lugar del orden del dia? 


SEÑOR PRESIDENTE. —- No, señor senador; se trata- 
ría después de terminado el asunto respecto del cual aca- 
bamos de resolver que se considerará en primer término. 
es decir, el informe de la Comisión del Orden del Dia. 
El asunto propuesio sustituiría al que figura actualmente 
en primer término del orden del día. 


SEÑOR BATALLA. -— En ese caso, solicitaría al señor 
senador Mederos modificara su moción. 


Comprendo su preocupación, más allá de nuestra dis- 
crepancia con respecto a la solución de ese problema con- 
ereto pero pienso que en definitiva tenemos que ser cons- 
cientes de la expectativa que ha despertado esta sesión. 
Hay una barra colmada por una cantidad de personas 
que desea, no digo participar, pero sí seguir las delibera- 
ciones que se desarrollen en Sala. 


Como la consideración de las venias tendría que rea- 
lizarse en sesión secreta, habría que desalojar las barras. 
Lo más conveniente sería que todos nos comprometiéramos 
a permanecer en Sala hasta que consideremos el asunto 
que propone el señor senador Mederos por lo menos los 
seis senadores del Frente Amplio estamos dispuestos a 
ello, a pesar de que no vamos a participar en la votación. 
Creo que no tendría sentido que luego de la expectativa 
creada discutiéramos el primer asunto del orden del día 
sin barra; me parece que esa sería una decisión que le 
quitaría al Parlamento el sentido democrático que debe 
tener. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Apoyado. 
SEÑOR MEDEROS. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. -- 
senador. 


Tiene la palabra el señor 
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SEÑOR MEDEROS. — En el momento en que hice mi 
proposición no tuve en cuenta ese problema, el que luego 
me hizo ver el señor senador Pereyra. Comprendo el he- 
cho y lo acepto; sé de la urgencia en resolver el asunto 
que figura en primer término del orden del día y la ex- 
pectativa que ha creado, sobre todo a nivel del magisterio 
nacional. También reconozco la importancia que tiene para 
el país y para las instituciones la designación del Directo- 
rio del Banco de Previsión Social, dada la vigencia que 
debe tener ese organismo en la actividad nacional. 


De todos modos, acepto el planteo del señor senador 
Batalla respecto de este problema que, inicialmente, ya 
me lo había hecho notar mi compañero de bancada, el 
señor senador Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Mederos con la corrección 
que se acaba de hacer, en el sentido de que la venia so- 
licitada se considere en segundo término del orden del dia. 


(Se vota: ) 


--27 en 28. Afirmativa. 


16) COMISION ESPECIAL PARA EL ESTUDIO 
DE LA SIFUACION DE DEUDORES DE 
CONTRIBUCION EXTRAORDINARIA DEL 
DEPARTAMENTO DE ROCHA. 

Integración y ampliación de funciones, 


SEÑOR PEREYRA. — Pido la palabra para una cues. 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — La semana pasada sesionó la 
Comisión Especial cue este Senado designó para estudiar 
el problema suscitado con los desagúes de los Bañados de 
Rocha. Por moción de un integrante de la misma —el se- 
for senador Batalla— se resolvió que la Comisión pian- 
teara al Senado en la sesión de hoy la ampliación de! 
número de sus miembros eon un delegado de la Comisión 
de Agricultura y Pesca y otro de la de Obras Públicas, 
así como sus cometidos, a efectos de poder estudiar todos 
tos problemas derivados de los perjuicios que han causado 
en el norte del departamento de Rocha las recientes inun.- 
daciones. 


Si el Senado considera conveniente esta ampliación 
de funciones y de integrantes, se procedería de acuerdo 
a lo conversado la semana. pasada en el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, en presencia de su titular, 
es decir que la Comisión sesionara la semana próxima 
contando con la asistencia de los técnicos de la delega- 
ción uruguaya ante la Comisión Mixta de la Laguna Merin 
y con el señor Ministro a efectos de considerar en forma 
global el problema y procurar hacer una evaluación de 
los daños ocasionados por las inundaciones para lograr los 
correctivos necesarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción del 
señor senador Pereyra para que la Comisión Especial re- 
ferida se integre con un miembro de la de Agricultura y 
Pesca y otro de la de Obras Públicas y para que se am- 
plíen sus cometidos en la forma indicada. 

(Se vota:) 


-—27 en 28. Afirmativa. 


17) COMISION DEL ORDEN DEL DIA. Informe, 


SEÑOR PRESIDENTE, --- Se pasa a considerar el or- 
denamiento de asuntos propuestos por la Comisión del 
Orden del Día. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Esta es la primera 
vez que recibimos el informe de la Comisión del Orden 
del Día. No sé si la práctica es que la Comisión envie 
un proyecto de orden del día y que el Senado lo apruebe 
para después proceder a analizarlo, o si simplemente, el 
fin de la tarea de la Comisión es que ella lo redacte. Creo 
que seria más simple este último sistema, o sea, que el 
orden del día fuera el que estructura la Comisión, ya 

. que allí están representados todos los sectores. 


SEÑOR JUDE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR JUDE. — Señor Presidente: coincido totalmen- 
te con las apreciaciones formuladas por el señor senador 
Lacalle Herrera. Además, considero que ésta no es sim. 
plemente una Comisión más, sino que en ella el voto 
de cada uno de sus integrantes es proporcional al núme- 
ro de senadores de este Cuerpo. Se trata de una Comi- 
sión Especial que, prácticamente, tiene la misma repre- 
sentación que existe en el Senado. No sé si desde el pun- 
to de vista reglamentario hay alguna trasgresión, pero si 
así lo fuera, una de las soluciones podría ser la de modificar 
esa disposición del Reglamento interno. 


Me parece que la Comisión del Orden del Día, con la 
representación de todos los sectores del Senado, es la que, 
en definitiva, debe resolver, y no que cada vez deba en- 
viar su informe al Cuerpo para que éste reitere lo apro- 
bado en ese ámbito. 


En ese sentido, acompaño lo propuesto por el señor 
senador Lacalle Herrera. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. — Señor Presidente: 
quiero señalar que desde mi punto de vista, la Mesa ha 
actuado correctamente, al proceder como lo hizo, pero 
ello no excluye el hecho de que, con un sentido práctico 
—y que de ninguna manera desconoce el Reglamento 
el Senado autorice a la Comisión a actuar de modo que 
sús informes sean recogidos en el orden del día que se 
distribuye. De otra manera, nos vamos a encontrar con 
que, a pesar de que en la Comisión se produce una deci- 
sión que recoge los votos de los sectores según la repre- 
sentación que cada uno tiene en el Senado, éste va au 
tener un orden del dia en el que no figuren los asuntos 
que, en delinitiva, van a ser tratados. Lo lógico es que 
el senador, cuando en su casa estudia los asuntos el día 
anterior, o en la mañana, ya tenga conocimiento del or- 
den del día que se va a considerar. 


Por lo tanto, ereo que la dificultad se superaría auto- 
rizando el Senado a que la Comisión actúe y que la Mesa 
aplique su informe, de acuerdo con lo que ha sido suge- 
rido en Sala. 


SENOR PRESIDENTE. —- La Mesa desea señalar que. 
de acuerdo con el Reglamento, hay dos disposiciones que 
deben conciliarse. Por un lado, la norma relativa a la 
Comisión del Orden del Día, que establece que ésta se 
expedirá en la última sesión ordinaria de cada mes, te- 
niendo en cuenta los asuntos informados y las preferen- 
cias solicitadas. Esta Comisión, como todas, es asesora del 
Cuerpo y no decisora. 


Por otro lado, está el artículo 120 del Reglamento, 
que regula el Capítulo de la Secretaría, y establece que 
los Secretarios tendrán a su cargo la redacción del orden 
del día de acuerdo con las instrucciones que reciban del 
Presidente. 


- De modo que considero que, en principio —salvo que 
modifiquemos el Reglamento-- no podria irse a esa solu- 
ción de automatismo que se propone, en el sentido de que 
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lo que decida la Comisión del Orden del Día constituirá 
el orden del día del Senado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Entonces, no tiene 
razón de ser. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Esa es la razón por la cual 
esta Comisión se ha nombrado recién un año y medio 
después de instalado el Senado; como se insistió en su 
nombramiento, así se hizo. 


El orden del día de la sesión de hov fue contfeccio- 
nado de acuerdo con las preferencias que había votado 
el Cuerpo. 


SEÑOR PEREYRA, — Efectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— El informe que remite la 
Comisión del Orden del Día altera, en algunos casos, esas 
preferencias, que son resolución del Senado. 


SEÑOR PEREYRA. --- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — La modificación fundamental 
que introdujo la Comisión fue la trasposición de la expo- 
sición del señor senador Cersósimo del día martes al miér- 
coles, entendiendo que estaba en primer término desde 
mucho tiempo atrás, la solicitud del señor senador Gar- 
gano. Además, consideramos que pasar del martes al miér- 
coles la exposición del señor senador Cersósimo no trae- 
ría mayores consecuencias. Posteriormente se recibieron 
algunas sugerencias en el seno de la Comisión, como ser 
la solicitud planteada por el señor senador Ricaldoni en 
el sentido de que se trataran las venias para los ascensos 
militares, que desde hace meses figuran en el orden del 


día. 


Esos fueron los asuntos que realmente alteraron 10 
que ya había dispuesto el Senado y tienen su explicación 
en los hechos que acabo de mencionar. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el senor 
senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Creo que desde el punto de vis- 
ta práctico, lo que habria que hacer es modificar el Re- 
glamento. No tiene mayor sentido que en cada sesión len- 
gamos que considerar en forma previa el informe de la 
Comisión del Orden del Día. Se supone que dada su inte- 
gración casi multitudinaria, estaremos todos de acuerdo 
con lo que ella propone. 


Sin embargo, para salir del problema que se ha plan- 
teado en el día de hoy, y teniendo en cuenta el extenso 
temario que debemos considerar, propongo que se Vote 
afirmativamente la moción que ha presentado el señor 
senador Pereyra, dejando para otra sesión la resolución 
de esta dificultad. 


(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE. —- Se va a votar, entonces, la 
moción del señor senador Pereyra, que regiría para las 
sesiones del día de hoy y de mañana. 

(Se vota:) 


—-25 en 26. Afirmativa. 


18) LEY DE EMERGENCIA PARA LA 
EDUCACION. Artículos 44 y 45. 
Su reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se entra al orden del dia 
con la consideración del primer punto: “Discusión gene- 
ral y particular del proyecto de ley por el que se regla- 
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mentan los artículos 44 y 45 de la Ley de Emergencia pa- 
ra la Educación N* 15.739. (Carpeta N* 518/86. Repartido 
NO 99/86)”. 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N? 518/86 
Rep. N9 99/85 


Montevideo, 14 de mayo de 1986. 


Señor Presidente 
de la Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo 


Presente. 
Señor Presidente: 
Remitimos por su intermedio 'al Cuerpo el siguiente: 


PROYECTO DE REGLAMENTACION DE LOS 
ARTICULOS 44 Y 45 DE LA LEY N* 15.739 


Artículo 19 — La declaración de nulidad de las des- 
tituciones, cesantias o privaciones de trabajo a que se 
refiere el artículo 44 de la Ley N* 15.739, será efectuada 
en todos los casos por el Consejo Directivo Central de la 
ANEP, el que no podrá delegar esas facultades. 


Art, 22 — Dicha declaración se efectuará una vez que 
se haya probado debidamente que dichas destituciones, Ce- 
santías o privaciones de trabajo, obedecieron a razones de 
orden ideológico, politico, gremial, violatorias de reglas de 
derecho o viciadas por desviación de poder. 


Art. 329 — La ANEP deberá publicar antes del 30 de 
agosto de 1986 la nómina total de funcionarios restituidos, 
precisando el escalafón, cargo y grado en que dicha res- 
titución se llevó a cabo, y escalafón, cargo y grado que 
ocupaban en el momento de la destitución, cese o priva- 
ción del trabajo, así como una relación sucinta de los 
motivos de dichas destituciones, cesantías o privaciones de 
trabajo, También se deben precisar en su caso el escala- 
lón, cargo y grado al que se ha promovido al funcionario 
restituido a los efectos de recomponer su Carrera funcio- 
nal en los términos de la Ley N?* 15.783, Dentro de los diez 
dias hábiles de efectuada dicha publicación, los interesa,- 
dos podrán deducir los recursos administrativos del caso 
en salvaguarda de sus intereses. 


Art. 42 — Ningún funcionario de la ANEP que ocupa- 
ra cargo de cualquier naturaleza al 13 de marzo de 1985 
será destituido, cesado o privado de su trabajo, sin mediar 
la circunstancia y requisitos previstos en el numeral 9 del 
artículo 19 de la Ley N? 15.739, salvo los que Ocuparan 
cargos de particular confianza declarados tales de acuer- 
do al artículo 60 de la Constitución de la República. 


Art. 59 — La ANEP dejará sin efecto todas las desti.- 
ticiones, cesantías o privaciones de trabajo, revocación de 
designaciones y degradaciones en cargos, categorías o gra- 
dos dispuestas en el ámbito de ANEP y su predecesor 
CONAE desde el 13 de marzo de 1985 que no hayan sido 
resueltas por ineptitud, omisión o delito, previo sumario 
durante el cual el inculpado haya tenido oportunidad 
de presentar descargos, articular su defensa y producir 
prueba. 


Art. 69 Las personas Aamparadas en la disposición 
precedente dispondrán de un plazo de 90 días a partir de 
la vigencia de la presente ley para presentar su reclama- 
ción ante el CODICEN, tendiente a obtener las restitu- 
ciones del caso. 


Art. 72 — Ningún funcionario de ANEP que hubiera 
ingresado antes del 13 de marzo de 1985 tiene la obliga- 
ción de cumplir tareas fuera del Departamento en que 
estaba radicada la dependencia en que cumplía funciones 
a la fecha citada. 


Art, 82 — Ningún funcionario de ANEP está obliga- 
do a desempeñar tareas que no sean propias de su cargo 
y grado. 
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Art. 99 — Ningún funcionario de ANEP puede ser 0b. 
jcto de retroceso en el grado, cambio de escalafón o gra- 
do. sin su consentimiento. 


Art. 10. — Decláranse válidos los actos administrati- 
vos dictados durante la intervención del Consejo Nacio. 
nal de Educación y sus Consejos Desconcentrados, entre 
el 27 de junio de 1973 y el 13 de marzo de 1985, en ma. 
teria de designación y ascenso de personal, que no haya 
sido objeto de anulación por el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. 


Raumar Jude, Dardo Ortiz, Luis B. Pozzolo, Luis A. 
Lacalle Herrera, Eugenio Capeche, Pedro W. Cersosi- 
mo, Juan C. Fá Robaina, Francisco M. Ubillos, Juan 
José Zorrilla, Eduardo Paz Aguirre, Juan Adolfo Sin- 
ger. Senadores. 


Montevideo, 14 de mayo de 1986. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


No bien asumió el nuevo gobierno democrático el ejer- 
cicio del Poder, a principios del pasado año, se inició por 
los poderes constituidos una actividad dirigida a obtener 
la pacificación del país en todos los campos de su acti- 
vidad. 


En lo que se refiere a la Enseñanza, se dictó la Ley 
N9 15.739, cuyo artículo 44 establece que se declarará la 
nulidad de las destituciones, cesantías o privaciones de 
trabajo que hubieran obedecido a razones de orden ideo- 
lógico, o politico-gremiales, violatorias de una regla de 
derecho o viciadas por desviación de poder, mientras que 
en el articulo 45 del mismo cuerpo legal, se prevela la 
protección de los derechos adquiridos por los funcionarios 
que a esa fecha se encontraban prestando servicios en 
los órganos que administran la educación en los niveles 
primario y secundario. Entendemos que la restitución de 
los funcionarios ilegitimamente destituidos se ha ido lle- 
vando a cabo con singuiar rapidez, mientras que simul- 
táneamente, como se denunció en forma reiterada du- 
rante el año pasado, otro grupo importante de funciona.- 
rios a los que sólo puede imputárseles el hecho de haber 
contribuido con su esfuerzo y dedicación a mantener la 
regularidad de los servicios educativos durante los difi- 
ciles años del gobierno de facto, pero a los que no puede 
asignárseles ninguna responsabilidad en las arbitrarieda- 
des que éste hubiera cometido, han sido objeto de ceses, 
destituciones O privaciones de trabajo, degradaciones, etc.. 
contrariando la letra y el espiritu de la Ley N* 15.739 en 
su articulo 45. 


Debe señalarse que quienes denunciaron esta situación 
durante el pasado año en muchas oportunidades se en- 
frentaron al escepticismo o el desinterés de amplios sec- 
tores con responsabilidad en la materia. Pero a esta altura 
de las circunstancias debe destacarse que ha sido el pro- 
pio Consejo Directivo Central de la ANEP que a través 
del Acta 79 Resolución 77, dictada el 19 de diciembre de 
1985, ha reconocido que un significativo número de 
funcionarios docentes de Educación Secundaria que 0cu- 
paban cargos de indudable jerarquía en el escalafón do- 
cente, habían sido cesados ilegítimamente por las autori. 
dades del Consejo de Educación Secundaria, incurriendo 
en una conducta ¡legitima, ya sea por desviación de po- 
der o por falta de motivación de los ceses referidos. 


Esta sola circunstancia es de por si suficientemente 
significativa como para que se reitere la necesidad de re- 
glamentar el artículo 45 de la Ley N* 15.739, y se articu- 
len normas que permitan hacer efectivo el natural dere. 
cho de los funcionarios que hubieran sido afectados por 
medidas de la naturaleza aludida para que éstos sean rein- 
tegrados al pleno goce de sus derechos funcionales, 


Raumar Jude, Dardo Ortiz, Luis B. Pozzolo, Luis A. 
Lacalle Herrera, Eugenio Capeche, Pedro W. Cersósi.- 
mo, Juan C. Fá Robaina, Francisco M. Ubillos, Juan 
José Zorrilla, Eduardo Paz Aguirre, Juan Adolfo Sin- 
ger. Senadores. 


2 de Setiembre de 1986 
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t INFORME EN MAYORIA 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Educación y Cultura ha consi- 
derado el proyecto de ley que propone la reglamentación 
de los artículos 44 y 45 de la Ley N* 15.739 y ha llegado, 
en mayoría, a la conclusión de que el mismo no debe ser 
aprobado por este Cuerpo. 


Corresponde señalar, en primer término, que fue con- 
vocado el Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Enseñanza Pública (CODICEN), a efectos de 
dar cumplimiento a lo dispuesto por el articulo 202 de 
la Constitución de la República, el que expresó su opinión 
en los siguientes términos, que constan en la versión ta- 
quigráfica de la sesión realizada por esta Comisión el dia 
20 de agosto próximo pasado (Distribuido N9 354 de la 
Carpeta N9 518/86, pp. 1 a 4): 


“SEÑOR PIVEL DEVOTO. -- Señor Presidente: vamos 
a dar lectura a la opinión del Consejo Directivo Central 
sobre el proyecto de reglamentación de los articulos 44 
y 45 de la Ley N? 15.739, que nos ha sido enviado con 
nota en el mes de agosto. 


“El Consejo Directivo Central reitera los conceptos ver- 
tidos en oportunidad de la anterior consulta sobre un pro- 
yecto análogo (Carpeta N? 225/85, Distribuido N* 575/85 
de noviembre de 1985) de la Comisión de Educación y 
Cultura del Senado. 


En esa oportunidad se informó a la Comisión, en tér- 
minos similares a los hechos públicos por Comunicado 
N9 61/85 del 3 de diciembre de 1985, que oportunamente 
se hizo lMegar a esta Comisión y a la de Instrucción Pú- 
blica de la Cámara de Representantes. 


En dicho documento, del que se proporciona copia 2 
los señores legisladores se hace referencia a: 1) Marco 
normativo. 2) Situaciones comprendidas. 3) Regiamenta- 
ción del procedimiento de restitución. 4) Competencia pa- 
ra resolverla. 5) Financiación y pago de haberes. 6) Incí- 
dencia de las restituciones sobre los derechos de Otros 
funcionarios. 


Interesa al Consejo en esta oportunidad reiterar ex- 
presamente el contenido de dicho numeral 6%, que se re- 
fiere especialmente a la aplicación armónica de los ar- 
ticulos 44 y 45.” 


En tal sentido, solicito al señor Gabito que dé lec- 
tura al citado numeral 6%, 


SEÑOR GABITO. — “El artículo 45 de la Ley N* 15.73% 
estableció que la restitución en la función que oOperase 
en mérito a la declaración de nulidad dispuesta en el 
artículo 44, no lesionará los derechos adquiridos por los 
demás funcionarios. 


En puridad jurídica, si procede la restitución, el de- 
recho corresponde al legítimo titular del cargo, que como 
consecuencia de la nulidad de la cesantía debe reputarse 
que aún continúa ocupándolo y, por lo tanto, debe ser 
preferido al titular actual. 


Sin embargo, como éste es un tercero ajeno a la re- 
lación que pudiera ligar al destituido con la Administra- 
ción y no puede ser perjudicado en mérito a un proceder 
equivocado de ésta, es natural que se salvaguarden sus 
derechos que, en síntesis, son los de continuar ejerciendo 
el cargo que actualmente ocupa, y percibir la remunera- 
ción correspondiente. 


A esos efectos, el Consejo Directivo Central reglamen- 
tó esta situación a través de órdenes de servicio impar- 
tidas a los Consejos Desconcentrados, por Oficios Nos. 9, 
10 y 11/85, de 11 de abril de 1985, en los que se esta- 
blece que en la ocupación de cargos por parte de desti- 
tuidos, aún la que operase por vía de provisión de inte- 
rinatos, debe preservarse el cumplimiento de los articulos 
44 y 45 de la Ley N* 15.739, cuyo texto ya se mencionó. 
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En oportunidad de tomar resolución con relación a 
la provisión de cargos en el Consejo de Educación Pri. 
maria, en Resolución N? 193 (Acta N? 24), de 30 de mayo 
de 1985, se puso de relieve la importancia de una debida 
utilización del Instructivo N* 3/85, de la Contaduría Ge- 
neral de la Nación, que permite la contratación de ex- 
destituidos sin necesidad de desplazar de su cargos a los 
titulares actuales. 


Finalmente, hubo otras situaciones de remoción de 
funcionarios ho derivadas de la restitución de funciona. 
rios, sino como consecuencia de la declaración de interl- 
nidad de los cargos de Inspección y Dirección, a los que 
no se hubiera accedido por concurso. Funcionarios resti- 
tuidos pudieron acceder, por llamado a aspiraciones, a 
cargos de jerarquía superior a los que ocupaban al cesar, 
ante lo cual el Consejo dictó Resoluciones y Ordenes de 
Servicio, preservando los derechos de los desplazados. 


Así, por Resolución N* 1 (Acta N9 3), de 19 de mar- 
zo de 1985 se dispone que las personas que ocupaban los 
cargos declarados vacantes, vuelvan a los cargos a los 
que tenían derecho antes de su designación para los pri- 
meros y, por Oficios Nos. 28, 29 y 30, de 22 de abri] de 
1985, dirigidos a los Consejos Desconcentrados, se reitera 
que las personas desplazadas deben volver a los cargos a 
que tenían derecho antes de ocuparlos y generarán habe- 
res en su nueva situación docente aún cuando no fuera 
posible, circunstancialmente, asignarles una nueva fun- 
ción”. 


SEÑOR PIVEL DEVOTO. — Consideramos indispens2- 
ble reiterar que la previsión del artículo 45 de la Ley 
N9 15.739 sobre “Derechos Adquiridos” está referida a even- 
tuales lesiones de derecho provocadas por las restituciones 
dispuestas en el artículo 44. 


Sin embargo, la mayoría de los desplazamientos que 
zeneran reclamaciones ocurrieron lógica y cronológicamen- 
te después de la restitución. 


Esto es así porgue una vez restituidos los funciona- 
rios repuestos, concurren junto con los que estaban ocu- 
pando los cargos sin haber llenado los requisitos para la 
efectividad, a llamados a aspiraciones o confrontaciones 
de méritos para su provisión interina, y posteriormente, 
a concurso para la provisión definitiva. 


Los desplazamientos, entonces, no se producen por la 
restitución en si, sino por la confrontación de méritos 
en la que no alcanzan los puntajes necesarios o son supe- 
rados por otros. 


Estos procedimientos, sus bases y puntajes son com- 
petencia exclusiva del Ente de enseñanza y su reglamen- 
tación es Tacultad del Consejo Directivo Central y los 
Consejos Desconcentrados. 


Dicho lo que antecede, el Consejo Directivo Central 
reafirma en esta oportunidad los conceptos vertidos en 
esta misma Comisión en ocasión de solicitársele opinión 
sobre un proyecto de ley referente a la regularización de 
precarios (articulo 410 de la Ley N* 14.106) en el mes de 
agosto de 1985. 


. En esa oportunidad, el Consejo reivindicó su autono- 
mía técnica, conforme a los artículos 202 y siguientes de 
la Constitución, para reglamentar y resolver las cuestiones 
de su competencia especifica. 


_Alí dijimos, de conformidad con el informe, nuestra 
posición jurídica. 


SEÑOR GABITO. — La Ley N* 15.739 prevé la com- 
petencia del Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública de dictar el Estatuto 
de todos los funcionarios de servicio, con las garantías 
establecidas en la Constitución y en esa ley (artículo 13 
ordinal 59) y establece “bases” para su dictado (artículo 19). 


En rigor, esa atribución surge del artículo 204 inciso 
22 de la Constitución de la República: el Estatuto es un 
reglamento autónomo emanado del jerarca del Ente Au- 
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tónomo docente, debiéndose ajustar a las bases conteni- 
das en los artículos 58 a 61 de la propia Carta y a las 
reglas fundamentales que establezca la ley, respetando la 
especialización del Ente. De esta manera la Constilución 
asegura un ámbito propio del Organismo (lo que es su 
especialización”), incluso con respecto a la ley. 


Ahora bien; entre las “bases” del citado articulo 19 
de la Ley N% 15.739 se tiene la de “establecer que el sis- 
tema de concurso será de precepto para Ocupar en efecti- 
vidad cualquier cargo de los escalafones docentes del En- 
te fordinal 6%), 


Los ordinales 3% y 4% también refieren a dichos pro- 
cedimientos. 


Es de destacar que este requisito estaba establecido 
tembién en el articulo 39 de la Ley N* 14.101 de enero 
de 1973. 


SEÑOR PIVEL DEVOTO. - - El Consejo entiende que 
el proyecto a examen que aqui nos congrega regule ma- 
teria que es competencia privativa del Ente, a través de 
sus Ordenanzas, Reglamentaciones y Circulares.” 


Vuestra Comisión comparte, en mayoría, lo expresa- 
do por el señor Presidente y el señor Secretario Letrado 
del CODICEN, en cuanto a que el proyecto a estudio re- 
gula materia que es competencia de la ANEP y que, en 
consecuencia, de ser aprobado lesionaría la autonomia tec- 
nica de este Ente docente. 


El CODICEN sostiene, según se ha visto, que la resti- 
tución de los funcionarios destituidos se operó sin mengua 
de los derechos adquiridos por los demás funcionarios, a 
cuya tutela atiende el artículo 45 de la Ley N* 15.739, y 
hace caudal, en tal sentido, de las órdenes de servicio y 
resoluciones que dictó con fecha 11 y 22 de abril de 1985. 
Aunque así no fuere, sin embargo, entendemos que este 
extremo de hecho no cambiaría la clara solución juridica 
del problema. 


En efecto, aunque se hubiere dado uba eventna! le- 
sión de los derechos adquiridos por los funcionarios de la 
ANEP y del ex CONAE, aunque se hubieren registrado vio- 
jaciones del referido artículo 45, no es procedimiento 
arreslado a Derecho corregir esas irregularidades por via 
legislativa, pues carece el Parlamento de competencia pa- 
ra enervar los efectos jurídicos de actos dictados por un 
Ente Autónomo en ejercicio de sus poderes jurídicos de 
administración, sea sancionando normas de contenido 
contrario, sea ordenándole al Ente la revocación de esos 
actos o indicándole cómo debe ejercer tales poderes *ur:- 
dicos, todo lo cual, en una u otra hipótesis, es incompa- 
tible con su autonomía y desconoce el principio de espe- 
cialización, consagrado por el articulo 204 de la Consti- 
tución. 


Los efectos de actos dictados por cualquier órgano de 
la Administración —y, desde este punto de vista, no exis- 
te diferencia entre un Ente Autónomo y la Administra- 
ción Central— sólo pueden cesar por su revocación en via 
administrativa o por su anulación en vía jurisdiccional 
(Sección XVII de la Carta). 


Es claro que no pueden dictarse por ley disposiciones 
cuyo contenido es materialmente idéntico al de un acto 
administrativo. Asi, por ejemplo, no es posible, por ley, 
disponer nombramientos ni destituciones de funcionarios, 
que son típicos actos administrativos. A ello no se opone 
la autonomia del Ente, en el caso a estudio, sino el prin- 
cipio de la separación de Poderes. Y tanto da, al efecto, 
que ese tipo de legislación inconstitucional se retiera a 
una u otra de las distintas personas jurídicas estatales. 
fEstado Central, Gobiernos Departamentales, Entes Auto- 
nomos o Servicios Descentralizados). 


Pero el concepto de autonomia no significa sólo el 
traslado total, en cierta materia, de los poderes de admi- 
nistración del Estado o Administración Central a un nue- 
vo ente o persona jurídica estatal, con desaparición del 
vínculo jerárquico, sino que también opera frente al Poder 
Legislativo, puesto que supone, asimismo, un descenso am- 
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piio de poderes de legislación material en el ámbito « 
la especialización del Ente. 

Esta posición no es novedosa, sino que es trediciona! 
en el país y ha sido sustentada por ilustres doctrinos des- 
de 1922, año en que fue enunciada por vez primera por 
los doctores Justino Eugenio Jiménez de Aréchaga y José 
Pedra Varela Acevedo, en informe elevado al Consejo Cen- 
tral Universitario. La reiteró en 1924, en su recordada 
obra “Los Entes Autónomos”, el doctor Alberto Demicheli 
pp. 516-517). 


Igual posición sostuvo la Comisión de Instrucción Pu- 
biica y Trabajo del Senado, el 20 de junio de 1928, en 
informe que llevaba la firma de los eminentes juriscon- 
sultos Juan Andrés Ramírez, Raúl Jude y José Pedro Ma- 
ssera, relativo a un proyecto de ley que pretendía regular 
el número de los periodos de exámenes en la Universidad. 
Expresó entonces el docter Ramirez que “...las dos ra- 
zones capitales que existen para establecer la autonomia 
de ciertos entes administrativos frente al Poder Ejecuti- 
vo, existen, también, para establecerla frente al Poder 
Legislativo”. Y señaló gue una de esas dos razones es “la 
especialización de funciones”. 


El último de los Aréchaga, por su parte, ha enseña- 
de: “La autonomia supone no solamente la ruptura del 
ligamen jerárquico, que es el medio a que se ha echado 
mano para alcanzar el fin politico perseguido al estable- 
cer las autonomías, sino también el reconocimiento de la 
competencia privativa del Ente Autónomo para fijar las 
reglas técnicas a las cuales deberá ajustarse el funcio- 
namiento del servicio especial que se le ha confiado. Por 
ello, la consagración constitucional de la autonomia no 
solamente constituye un límite para la Administración 
Central, sino que limita, a la vez, los poderes juridicos 
del Parlamento” (Justino J. de Aréchaga, “La Constitu- 
ción Nacional”, t. VIL, pp. 48-54). 


En igual sentido, y con referencia concreta a los En- 
tes docentes, ha expresado el Dr. Alberto Ramón Real, 
que “...la autonomia universitaria 'mutatis mutandis, 
léase de la ANEP, implica, además de la natural libera- 
ción del poder jerárquico del Ejecutivo, suslituido por la 
dirección propia del Consejo Directivo Central, un des- 
censo de materias del ámbito regulador de la ley al po- 
der normativo propio de la institución”. Y agregaba, el 
eminente administrativista: “El poder normativo de los 
entes autónomos docentes, en general, es pues más am- 
plio que el que compete a los demás Entes Autónomos. 
Pueden dictar verdaderas “ordenanzas jurídicas”, además 
de las administrativas, diriamos con los autores alema- 
nes”. (Real A.R., “Autonomia Universitaria en la Cons- 
titución y en la Ley”, en “Estudios sobre Derecho Admi- 
nistrativo”, t. HI pp. 207-208). 


Por último, el profesor Horacio Cassinelli Muñoz sos- 
tiene que los Entes Autónomos tienen “...la potestad de 
dictar nuevas reglas de Derecho aunque no sean necesa- 
rias para la ejecución de las preexistentes y respondan a 
criterios politicos propios del órgano administrativo autó- 
nomo”, lo cual supone, en su opinión, que “...hay una li 
mitación general a la potestad legislativa respecto de la 
reglamentación de las atribuciones de los Entes Autono- 
mos”. (“Primeras Reflexiones sobre la Nueva Constitu- 
ción”, en “Cuadernos de Sintesis” de “La Mañana” N? 2, 
p. 43, “Derecho Público”, edición CECEA 1971, t. 1, pp. 
222-223). 


Estima vuestra Comisión en mayoría, además, que el 
análisis del articulado del proyecto examinado corrobora 
estas conclusiones jurídicas de carácter general. Así, su 
artículo 1% reitera sin necesidad el artículo 44 de la Ley 
N? 15.739, en cuanto a la atribución que comete al CO- 
DICEN, y modifica el inciso 19 del articulo 13 de dicha 
Ley, en lo atinente a las atribuciones indelegables por 
parte del CODICEN. 


El artículo 2%, en su primera oración, pretende regu- 
lar el ejercicio de una atribución que ya fue ejercitada, 
de donde resultaría inaplicable en los hechos, además de 
reiterativa de los extremos exigidos por el artículo 44 
para que procediera la declaración de nulidad de que se- 
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trata, por cuya causa parece ignorár que la Administra- 
ción no puede actuar contra el orden jurídico vigente. Su 
segunda oración, por otra parte, se inmiscuye en el ejer- 
cicio de un típico poder jurídico de administración del 
Ente, y, al pretender regularlo, viola la autonomía del 
Ente. 


Por las mismas razones, también el articulo 3% des- 
conoce esa autonomía. Carece de sentido, además, la ora- 
ción final relativa al derecho a recurrir en vía adminis- 
trativa. Los funcionarios eventualmente lesionados por el 
acto de restitución del destituido ya tienen ese derecho, 
acordado por la Constitución y reconocido por la Ley 
N9 15.739, y nunca podrán recurrir contra un acto de me- 
ra publicidad de un acto anterior, que por si no puede 
causarles ningún agravio o perjuicio. 


El artículo 4? es innecesario. Repite lo que dice la 
Ley vigente, a la que nada agrega. Y así sería, igualmen- 
te, aunque ésta hubiere omitido regular el punto, en vir- 
tud de disposiciones constitucionales. 


Por idénticos fundamentos, respecto de las normas 
constitucionales, lo mismo cabe decir del artículo 5%. Ade- 
más, así es obligatorio proceder para la Administración, 
digalo o no una ley, en virtud de que ésta está suieta al 
principio de legalidad. En su mérito, la Administración 
debe siempre revocar de oficio sus actos ilegales, como 
enseñaba el Maestro Sayagués Laso. (“Tratado de Dere- 
cho Administrativo”, t. I, p. 521). 


El articulo 6% establece un plazo cuya conveniencia 
no se advierte y que, en todo caso, resultaría limitativo 
del derecho que pretende amparar, Las reclamaciones a 
que refiere la disposición pueden presentarse en todo tiem- 
po, por dos razones. Porque irían contra actos ilegales, de 
donde se basan en el principio de legalidad, que es de 
vigencia y aplicación permanente, y porque suponen ejer- 
cer el derecho constitucional de petición, que no está su- 
jeto a condicionamiento legal alguno. 


El artículo 7% lesiona sin duda la autonomía del En- 
te. por cuanto supone injerencia legislativa en el ejerci- 
cio de un típico poder jurídico de administración. 


El artículo 8% sobra. Enuncia un principio jurídico 
obvio, que la Administración debe siempre cumplir, digalo 
o no una ley. 


El articulo 9% no sólo lesiona la autonomía, por la 
razón expuesta con relación al artículo 7%, sino que sub- 
vierte la jerarquía que debe imperar en toda organiza. 
ción administrativa, por cuanto condiciona el ejercicio de 
un poder jurídico de administración de que es titular el 
Órgano jerarca, al consentimiento de los funcionarios so- 
metidos a sus poderes jerárquicos. 


El artículo 10, por último, es el más incompatible con 
principios jurídicos básicos. En primer lugar, porque pre- 
tende convalidar todos los actos administrativos dictados 
por el ex CONAE, lo que sólo puede hacer quien es com- 
petente para dictar o revocar esos actos, que no es el 
caso del Parlamento. En segundo término, muchos de esos 
actos fueron ilegitimos y están impugnados ante el Tri- 
bunal de lo Contencioso-Administrativo, con lo que el le- 
gislador vendría por si a resolver litigios pendientes, lo 
que configuraría una grosera violación de la separación 
de Poderes, 


Por último, la objeción más grave finca en que no 
pueden tener vigencia simultánea esta disposición y el ar- 
ticulo 1% del proyecto, que se basan en dos principios ju- 
ríidicos antagónicos. Adviértase que, por un lado, se admite 
la nulidad de las destituciones y cesantías dispuestas por 
la intervención del período de facto. Y, simultánemente. 
se convalidan —en este artículo 10— las designaciones y 
ascensos realizados en mérito de tales destituciones y Ce- 
santías. Un cargo no puede tener jamás dos titulares legi- 
timos. De manera tal que si es nula la destitución de 
quien primero ocupaba ese cargo, no puede ser al mismo 
tiempo válida, convalidación mediante, la designación pos- 
terior de otra persona en ese mismo cargo. 
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En otro orden de cosas, considera vuestra Comisión 
que el proyecto no es reglamentario de los artículos 44 y 
45 de la Ley N? 15.739, entre otras razones porque una 
ley no se reglamenta por otra ley sino por acto adminis- 
trativo. En rigor, este proyecto de ley es modificativo de 
dichas disposiciones o, en todo caso, interpretativo de las 
mismas. 


Por último, corresponde puntualizar que la afirmación 
de que las distintas autoridades de la ANEP no han res- 
petado en algunas de sus resoluciones el referido artículo 
45, o sea que han desconocido derechos adquiridos por los 
funcionarios, que es la que en definitiva inspira este pro- 
yecto de ley, no se ajusta a la realidad ni a las normas 
vigentes, por lo menos en las situaciones en que más se 
ha insistido y denunciado: declaración de interinidad de 
todos los cargos de Inspectores y de Directores Docentes, 
efectuada por el todavía existente Consejo Nacional de 
Educación el 14 de marzo de 1985, antes de la sanción y 
promulgación de la Ley N% 15.739. 


Regía aún, entonces, la Ley N9 14.101, cuyo artículo 
39 establecía: 


Inciso 4) “El Estatuto establecerá el sistema de con- 
cursos como ordinario para el ingreso a los cargos docen- 
tes, sin perjuicio de las excepciones que correspondieren 
a la especialización y a las necesidades del Ente. Este 
sistema será de precepto en los cargos docentes de edu- 
cación primaria.” 


Inciso 5) “Los inspectores y directores docentes de los 
Consejos de Educación Secundaria Básica y Superior y 
Universidad del Trabajo del Uruguay, serán designados 
en todos los casos, en forma revecable, por cada Consejo, 
entre docentes, en atención a las necesidades de la función 
y a las aptitudes personales para su ejercicio”. 


Quiere decir, pues, que la declaración de interinidad 
de tales cargos, tanto en Secundaria como en la Univer- 
sidad del Trabajo, fue realizada con arreglo a Derecho, 
pues la legislación vigente daba carácter revocable, en to- 
dos los casos, a las designaciones respectivas. Y, en cuan- 
to a Primaria, los nombramientos en esos cargos reque- 
rían el previo ¿oncurso, como condición “sine aua non” de 
su legitimidad. Como las autoridades del periodo de facto 
prescindieron siempre de los.coneursos, sus designaciones 
se realizaron violando la ley y no sólo podían sino que 
debían ser revocadas, de acuerdo al principio de legalidad 
y para proveer luego esos cargos por quienes ganaren los 
respectivos concursos. 


Derecho adquirido es una situación jurídica subjetiva 
obtenida de conformidad con las normas vigentes y man- 
tenida también con arreglo a ellas. Lo que debe compren- 
derse es que nunca puede adquirirse un derecho a la esta- 
bilidad e inamovilidad en cargos que la legislación declara 
revocables, (la designación en los mismos), ni menos a 
retener la titularidad de cargos que se han llegado a ocu- 
par por procedimientos contrarios al orden jurídico vigente. 


Es cuanto tiene que informar vuestra Comisión. 
Sala de la Comisión, 29 de agosto de 1986. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Miembro Informante, Jose 
Germán Araújo, Juan Martín Posadas, Alfredo Tra- 
versoni. Senadores. 


INFORME EN MINORIA 
A) Senado: 


19) En vuestra Comisión se radicaron dos proyectos 
de casi idéntico tenor. El primero lo fue el que correspon- 
de al Repartido 62 de junio de 1985 suscrito por los seño- 
res senadores Jude, Pozzolo, Capeche, Cersósimo y Ortiz. 
El segundo, que es el que ahora se informa, corresponde 
a la Carpeta 518, Distribuido 107 de junio de 1986. Lo 
suscriben los ya citados señores senadores a los que se 
agregan, en este proyecto, los senadores Zorrilla, Ubillos, 
Singer, Paz Aguirre, Lacalle Herrera y el suscrito infor- 
mante. 


22) Se trata de reglamentar los artículos 44 y 45 de 
la Ley N* 15.739, de Emergencia para la Educación, de 
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fecha 28 de marzo de 1985. En puridad, en la redacción 
del proyecto, se ha padecido un error de técnica jurídica 
que corresponde enmendar. No se trata de “reglamentar” 
una ley por otra ley sino que, en el caso, estamos ante un 
proyecto de ley interpretativa. 


En virtud de la precedente precisión, correspondería 
dar una redacción distinta al artículo 19 del proyecto. Di- 
cha redacción sería: “Artículo 19%. Con el expreso alcance 
de los artículos 12 y 13 del Código Civil, en carácter de 
disposiciones interpretativas de los artículos 44 y 45 de 
la Ley N* 15.739 de 28 de marzo de 1985, se sancionan las 
siguientes normas”. Y a continuación iría el articulado del 
proyecto. 


32) En cumplimiento del inciso 3% del artículo 202 
de la Constitución, sobre ambos proyectos, fue oída la opi- 
nión del Ente de la Enseñanza, por tratarse de proyectos 
relativos a sus servicios. 


En las dos oportunidades el Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de la Educación Pública, se 
expidió mediante dictamen de sus servicios jurídicos. El 
informe de referencia consta de seis capítulos que no ha- 
brán de transcribirse por haber tenido amplia difusión y, 
por lo demás, forma parte de la documentación aque obra 
en la Comisión y que será repartida. 


42) El propósito del preyecto. Debe quedar claramen- 
te establecido que los firmantes del proyecto buscan con 
el mismo un camino de pacificación en la enseñanza. Pro- 
ecuramos situarnos en un punto de equidistancia acorde 
con la equidad y la justicia sin asumir posiciones radica- 
les que sólo conducen a Jos enfrentamientos que siempre 
resultan dañinos para la causa que se desea defender. Par- 
timos del supuesto de que no es realidad demostrable el 
que todo docente que ejerció su profesión durante el pe- 
ríodo del proceso militar, por ese solo hecho, ya debe que- 
dar descalificado para seguir actuando. 


Nos negamos a dar valor de verdad demostrada a la 
afirmación rotunda que suele hacerse en el sentido de que 
por el solo hecho de haber dictado clases, o haber obtenido 
un ascenso durante el proceso (que no fue reglamentado 
ni dispuesto por el docente) ya es razón suficiente para 
descalificarlo de por vida para seguir en la docencia. 


Como en todas las secuelas de un período de facto, es 
un enfoque simplista y maniqueo, trazar una !ínea rígida 
para separar a los buenos y puros de los réprobos y desca- 
lificados. 


Entonces —y sin perjuicio de mayores abundamientos 
en Sala— importa dejar bien claro: 


a) Que no intentamos desconocer ni mucho menos 
avasallar la autonomía técnica del Ente de la Enseñanza. 


b) Que tampoco desconocemos el marco constitucio- 
nal habilitante para que el Ente respectivo dicte el Esta- 
tuto de sus Funcionarios. 


c) Que no desconocemos que la designación del per- 
sonal docente es un acto administrativo que no puede re- 
glarse por la vía de la ley. 


d) Que no desconocemos que el concurso es y debe 
seguir siendo el medio idóneo para el ingreso a los cargos. 


5%) Nos consta que el tema que aborda el proyecto 
es arduo y complejo. En torno al mismo el CODICEN y 
los señores Presidentes de los Consejos de Primaria, Se- 
cundaria y UTU, en sus dos concurrencias a la Comisión. 
de las que informan los Distribuidos 354 y 361 de 20 y 27 
de agosto último, respectivamente, se han expedido con 
abundante información. 


Para concluir este informe, decimos que, más que la 
suerte misma del proyecto nos importa la suerte que en el 
tema corra la justicia. Deseamos para la enseñanza la 
plena recuperación del espíritu de pacificación y respeto 
a la laicidad y en ese empeño, tanto las autoridades de la 
enseñanza como el Senado, contarán con nuestra mejor 
disposición. 
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Sala de la Comisión, 29 de agosto de 1986. 
Juan Carlos Fá Rebaina. Senador.” 
SEÑOR PRESIDENTE. — Léase el proyecto. 
(Se lee) 
—En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante en mayoría, 
señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. -— Señor Presidente: en mi cali- 
dad de miembro informante de la Comisión de Educación 
y Cultura en mayoría debo expresar que, según es notorio, 
obra en conocimiento de los señores senadores un extenso 
informe preparado por la Comisión. Creemos que es su- 
ficientemente explícito sobre la posición que ha adoptado 
la Comisión en mayoría, aconsejando el rechazo de este 
proyecto de ley, denominado por sus proponentes, Regla. 
mentario de los artículos 44 y 45 de la Ley N? 15.739”. 


Dada la extensión del informe, en el que la Comisión 
ha querido abarcar los distintos aspectos del tema, nou 
consideramos necesario realizar una exposición extensa 
para ahondar en detalles y fundamentaciones que ya obran 
en conocimiento de todos los integrantes del Cuerpo. 


De todas maneras, dada la trascendencia del tema, 
su repercusión en la opinión pública y las expectativas, 
sin duda legítimas, que desde distintos puntos de vista ha 
generado en todos los sectores interesados en el problema. 
consideramos necesario realizar algunas apreciaciones más 
en el seno del Cuerpo, sin no ser reiterativos. 


Ante todo, señor Presidente, quiero precisar que en la 
página 11 de este repartido se ha deslizado uh error en la 
referencia al artículo 22 del proyecto, error que se explica 
—no se justifica— por el hecho de haberse presentado su- 
cesivos proyectos de ley sobre el mismo tema, algunos de 
ellos por Jos mismos legisladores. Manejando uno de Jos 
textos anteriores, tuvimos a la vista un artículo 22 que no 
es el que figura en el proyecto que se encuentra en este 
momento a consideración del Cuerpo. Por ello, la referen- 
cía a una segunda oración es improcedente, porque en el 
proyecto definitivo que ahora estamos considerando, tal 
segunda oración fue suprimida. 


Entiendo que esta puntualización era necesaria, por- 
que de lo contrario, quien haya leído el informe, se puede 
encontrar ante una duda o perplejidad que no podría ex- 
plicarse. 


En segundo lugar, señor Presidente, creo que en el 
aspíritu y en el pensamiento de los cuatro miembros de la 
Comisión que suscribimos el informe en mayoría, no ha 
estado en ningún momento —a través de este informe-— 
entrar en el tema de la gestión de las autoridades dirccti- 
vas de la Administración Nacional de Educación Pública, 
es decir, del CODICEN y de los Consejos Desconcentrados 
de este ente autónomo de enseñanza. 


La Comisión se ha limitado a estudiar este proyecto 
de ley. Por otra parte, según se lo encomendara el Cuer- 
po, recibió en su seno al Consejo Directivo Central de este 
Ente Autónomo escuchó su exposición sobre este proyecto 
de ley, tomó así conocimiento de sus objeciones y, tunda. 
mentalmente, desde un ángulo jurídico, considerando las 
atribuciones que tiene el Parlamento para legislar en ma- 
teria propla de la competencia de los Entes Autónomos, se 
limitó a fijar posición desde ese punto de vista, 


De manera que este informe, y la posición adoptada 
aconsejando el rechazo de este proyecto de ley, no supone 
decir que todo lo actuado por el CODICEN -——-desde que 
fue designado por el Poder Ejecutivo con la venia de este 
Cuerpo-— merece la aprobación de la Comisión y del Se- 
nado. Tampoco supone negar que se pueden haber desli- 
zado errores y aún actos ilegítimos, es decir, contrarios a 
derecho, ni tampoco negar que, en algunos casos — pocos 
o muchos— puedan haber existido actos que supongan 
una aplicación equivocada de los artículos 44 y 45 de la 
Ley N? 15.739. 


2 de Setiembre de 1986 


En síntesis, el informe de la Comisión no significa un 
juicio sobre la gestión de las autoridades del Ente, ni apro- 
batorio ni reprobatorio, entre otras cosas porque el Sena- 
do -—como todo el Poder Legislativo— carece de faculta- 
des de contralor directas sobre la gestión de los Entes Au- 
tónomos en general y de los entes docentes en particular. 


Por consiguiente, se trata solamente de analizar un 
proyecto de ley que más que reglamentar, pretende inter 
pretar, de manera auténtica, o modificar los articulos 44 
y 45 de la ley en cuestión. 


Por otra parte, señor Presidente, debemos precisar que 
el informe sustenta la tesis indiscutible, en nuestro con- 
cepto, desde el punto de vista jurídico y constitucional, de 
que los errores u omisiones en la gestión, de un Ente Au- 
tónomo -—sea éste docente, industrial o comercial— no 
pueden corregirse por ley. 


Para poner un ejemplo que haga más fácil la compren- 
sión de este aserto de carácter jurídico afirmo que, si el 
Consejo Directivo de ANTEL, servicio descentralizado, 

' aprueba un plan telefónico a escala nacional o departa- 
mental y nosotros creemos que el mismo es equivocado, 
el Parlamento no tiene, por supuesto, facultades para en- 
mendarle la plana a ese Consejo Directivo a través de la 
ley. 


De la misma manera, si discrepáramos con un plan 
aprobado por ej Consejo Directivo de UTE en materia de 
electrificación rural, no podriamos corregirlo por ley. 


Asimismo, tampoco podriamos corregir por ley un 
plan de saneamiento aprobado por el Consejo Directivo 
de OSE, para cualquiera de los departamentos o localida- 
des del interior de la República. 


En otras palabras, no puede existir injerencia legisla- 
tiva en la gestión administrativa de los Consejos Direeti- 
vos, sobre todo cuando son autónomos, y más aún cuando 
se trata de Consejos Directivos de entes docentes, es de- 
cir, de Entes Autónomos de enseñanza que, como es sabido 
tienen, a nivel constitucional, una consagración más am- 
plia en cuanto al campo en que opera esa autonomía. 


Desde ese punto de vista, es importante tener presente 
en este momento —si bien el informe así lo expresa y, 
además consta en las versiones taquigráficas de las dos 
sesiones realizadas por la Comisión los días 20 y 27 de 
agosto con la presencia de las autoridades del CODICEN— 
que el informe de este órgano sostiene la posición que ya 
había sustentado anteriormente, en ocasión de una com- 
parecencia que realizó el año próximo pasado ante la co- 
misión de Educación y Cultura del Senado. 


Según el CODICEN, de ser aprobado este proyecto de 
Jey supondría una injerencia en un campo que es propio 
de su autonomía técnica y por consecuencia, este órgano 
se expide en forma negativa sobre su aprobación. Por lo 
tanto, entiende que, de ser sancionado este proyecto de ley, 
ello supondría repito, una injerencia indebida en el ejer- 
cicio de atribuciones que constitucionalmente le competen 
en régimen de exclusividad. 


De acuerdo a lo expresado en el informe, es obvio que 
la mayoría de la Comisión comparte plenamente la posi- 
ción sustentada por el CODICEN. 


A mayor abundamiento, el miembro informante se 
permite recordar que, según se ha señalado en el infor- 
me, esta opinión no es nueva en la doctrina nacional. Este 
concepto de que las facultades del Parlamento, para legis- 
lar en materias propias de la competencia o de la organi- 
zación interna de los Entes Autónomos, fue sostenido des- 
de la consagración constitucional de esa autonomía en la 
Carta de 1918. 


Esa posición fue sustentada por los jurisconsultos y 
constitucionalistas de mayor autoridad en la época de la 
vigencia de esa Carta, es decir, por Justino Eugenio Jimé- 
nez de Aréchaga —el segundo de los grandes constitucio- 
nalistas de ese apellido— y por los doctores Alberto De- 
micheli y Juan Andrés Ramírez. 
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Es útil tener presente que cuando de manera radical 
se sostuvo esa tesis innovadora bajo la Carta de 1918, los 
textos constitucionales no tenían, en modo alguno, la am. 
plitud que se les dio a partir de la Carta de 1934 y, poste- 
riormente, desde la de 1952. 


En Ja Carta vigente, los Entes Autónomos de Enseñan- 
za tienen un capítulo dedicado especialmente a ellos con 
cuatro disposiciones y, por vía de remisión les son aplica. 
bles, además, otras ocho o nueve normas del Capitulo pri- 
mero de la Sección XIII, referida a ellos. 


En la Carta de 1918 no existía más que el artículo 100 
—que fue objeto de largas discusiones en relación a su 
alcance— en cuanto a los poderes de contralor que le co. 
metía al Consejo Nacional de Administración. No obstan- 
te ello, y pese a no existir en la época un desarrollo doc- 
trinario y jurisprudencial sobre el concepto de la autono- 
mía, fueron terminantes los referidos jurisconsultos —-ha- 
blando desde la cátedra y, a veces, desde el Parlamento-— 
en opinar que se había operado una restricción de la com- 
petencia legislativa y que no era posible legislar en mate- 
rias propias de la competencia técnica de los Entes Autó- 
nomos. 


Traigo a colación estos antecedentes y hago esta re- 
flexión para que se comprenda que si bajo aquella Cons- 
titución —que recién inauguraba a nivel constitucional el 
régimen de los Entes Autónomos si con aquel texto que 
no desarrollaba suficientemente los poderes de los mismos 
y dejaba un poco en la penumbra muchos de los proble- 
mas que era menester regular —que en la práctica iban a 
ser objeto de múltiples debates y controversias— se sos- 
tuvo de manera tan terminante por jurisconsultos de tan. 
ta autoridad la tesis limitativa de las facultades del Poder 
Legislativo, parece imposible que luego del desarrollo que 
el tema ha tenido a nivel constitucional, y especialmente 
con respecto a los Entes Autónomos docentes —donde se 
ha llegado a consagrar un artículo especial, el 204, que 
transfiere la potestad de sancionar el estatuto de los fun- 
cionarios de esos Entes Autónomos a los propios Entes, es 
decir, a la potestad reglamentaria autónoma de los Entes 
excluyéndola de la regulación legislativa que sólo puede 
ejercerse por vía de excepción y sancionando reglas fun- 
damentales que respetan la especialización del Ente— es- 
tando esas disposiciones consagradas a nivel constitucio- 
nal, sostener a esta altura, la tesis contraria que es recha- 
zada, reitero, de manera terminante por el CODICEN, 


Este es simplemente, el problema de derecho. Existe, 
además, un problema de hecho. ¿Cuál es el problema de 
hecho en el cual se ha fundamentado esta iniciativa legis- 
lativa cuyas buenas intenciones y saludables propósitos 
en el terreno práctico nosotros no discutimos ni cuestiona- 
mos? El problema de hecho es que se ha sostenido que 
-—naturalmente por error o por una insuficiente reglamen- 
tación del tema a nivel legislativo— se cayó en la lesión 
de los derechos adquiridos por muchos funcionarios, situa: 
ción que el artículo 45 de la ley había querido evitar. 


Interrogadas sobre este punto concreto, las autoridades 
de la Enseñanza, tanto el CODICEN como los presidentes 
de los tres Consejos Desconcentrados, negaron que en los 
hechos se hubiera producido, por lo menos con carácter 
general, esa lesión de derechos adquiridos. Las autorida- 
des del CODICEN adujeron ante la Comisión que, por el 
contrario, las medidas que fundamentalmente han gene- 
rado reclamos y protestas a nivel público y, además, la 
interposición de recursos administrativos ---y eventual. 
mente en el caso de ser confirmadas las decisiones impug- 
nadas— la interposición de acciones de nulidad ante el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, habían sido 
adoptadas con arreglo a Derecho. 


Concretamente, se han impugnado, como lesivas de 
los derechos adquiridos de los funcionarios, ciertas decisio- 
nes adoptadas por las autoridades de este Ente cuando 
aún no se había sancionado la Ley N? 15.739 y, por consi- 
guiente, todavía existía el llamado Consejo Nacional de 
Educación, conocido por la sigla CONAE. 


Con fecha 14 de marzo de 1985, inmediatamente des- 
pués de haber sido designado por el Poder Ejecutivo, el 
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CONAE declaró en régimen de interinidad el desempeño 
de todos los cargos de inspectores y directores docentes 
dependientes de ese organismo en las tres ramas de la 
Enseñanza: Primaria, Secundaria y Universidad del Tra- 
bajo. 


Se entendió por muchos funcionarios que esa decisión 
había sido contraria a Derecho y que, en los hechos, re- 
presentaba una destitución de quienes desempeñaban esos 
cargos. Al mismo tiempo, con posterioridad, se cstimó 
que la decisión por la cual se llamó a concurso a todos los 
cargos dependientes del Consejo Desconcentrado de Ense. 
ñanza Primaria, también era contraria a Derecho, porque 
esos cargos estaban ocupados en forma regular, es decir 
que los nombramientos habían sido realizados, en la Opi- 
nión de quienes impugnaron la decisión, con arreglo a 
Derecho. 


Las autoridades del CODICEN y de los Consejos Des- 
concentrados expresaron que ambas decisiones habían sido 
tomadas cuando estaban vigentes, el 14 de marzo de 1985, 
los incisos 4% y 5% del artículo 39 de la Ley N? 14.101, es 
decir, la ley de creación del CONAE, normas que me voy 
a permitir leer. 


El inciso 5% del artículo 39 de dicha ley decía: “Los 
inspectores y directores docentes dependientes de los Con- 
sejos de Educación Secundaria Básica y Superior y Uni. 
versidad del Trabajo del Uruguay, serán designados en 
todos los casos en forma revocable por cada Consejo, en- 
tre docentes, en atención a Jas necesidades de la función 
y a las aptitudes personales para su ejercicio”. 


El parágrafo segundo de esa disposición establecia 
que el único derecho que restaba a quienes eran cesados 
en esas funciones sin expresión de causa, era el de ser 
restablecidos en la situación docente qué” ocupaban o te- 
nían derecho a desempeñar, en el momento de asumirlas 
y el derecho al ascenso mientras desempeñan esos cargos. 
Es decir, se preservaba el derecho a ser restablecidos en 
los cargos que desempeñaban anteriormente a ser ascen- 
didos a los mismos, de inspección o dirección docente, que 
en todos los casos, de acuerdo a la Loy N* 14.101, eran 
revocables. 


Por otro lado, el inciso 4% disponía que el sistema de 
concurso sería establecido como el ordinario para el ingre- 
so a los cargos docentes y agregaba que este sistema seria 
de precepto, es decir, obligatorio y sin excepciones, en los 
cargos docentes de Educación Primaria. 


Sostuvieron, pues, las autoridades del CODICEN que 
cuando declararon en régimen de interinidad todos los car- 
gos de inspección y dirección docentes no hicieron otra 
cosa que ejercer una facultad que les otorgaba una dispo- 
sición legislativa vigente; no disposición legislativa emana- 
da de la dictadura y convalidada por la Ley N% 15.733, 
sino disposición sancionada por el Parlamento democráti- 
co: la Ley N? 14.101, anterior al golpe de Estado. Y que 
al mismo tiempo, cuando también declararon en régimen 
de interinidad los cargos docentes de Enseñanza Primaria 
estaban aplicando una norma de la Ley N* 14,101, por 
cuanto todas esas designaciones efectuadas sin concurso 
—porque durante los doce años de dictadura no se llamó 
a concurso— habían sido realizadas violando la ley, es de- 
cir, sin respetar una exigencia legal de precepto, que era 
el llamado a concurso para la provisión de los cargos. 


Quiere decir que el CODICEN no sólo sostuvo que 
con arreglo a Derecho no se pueden reglamentar las dis- 
posiciones de los artículos 44 y 45, porque ello es lesivo 
de su autonomía, sino que manifestó que, en los hechos, 
respetó tales disposiciones, porque actuó en aplicación del 
artículo 39 de la Ley N* 14,101. Más aún; la afirmación 
de que de hecho, al aplicar esta resolución del CODICEN, 
se separó de sus cargos a quienes desempeñaban los de 
inspectores y directores docentes, ha sido cuestionada o 
desvirtuada en gran medida por parte de alguna de esas 
autoridades. 


El arquitecto Amela, Presidente del Consejo de Edu- 
cación Técnica Profesional, sostuvo, por ejemplo, o infor- 
mó a la Comisión que, en aplicación de esa resolución del 
día 14 de marzo del año pasado, dicho Consejo declaró en 
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régimen de interinidad esos cargos y revocó las designa- 
ciones, pero, en los hechos, de 177 cargos de inspectores y 
directores docentes, sólo separó a 34 de ellos, dejando en 
sus puestos a los 143 titulares de los restantes. 


En definitiva, señor Presidente, éste es un problema 
de hecho en el cual hacemos hincapié, a mayor abunda- 
miento porque fue sostenido por las autoridades de la En- 
señanza. 


En concepto de la Comisión, el problema de fondo es 
el jurídico y, desde este punto de vista, queremos poner 
énfasis en un concepto que se halla en el centro de esta 
discusión y que, en definitiva, constituye su meollo, que 
es el de “derecho adquirido”. 


Nosotros sostuvimos en ocasión de la discusión y san- 
ción de la Ley N9 15.739 que, en realidad, esta disposición 
era superabundante, porque la Administración siempre 
tiene la obligación de proceder con arreglo a Derecho, ri- 
giéndose por el principio de legalidad y que, por consi- 
guiente, el funcionario que tiene un derecho amparado 
por las disposiciones vigentes, por el Derecho Positivo, o 
sea, una situación subjetiva amparada por el Derecho vi- 
gente, no precisa ninguna disposición legislativa que diga 
que su derecho no puede ser desconocido, y, en todo caso. 
su derecho debe ser respetado. 


La confusión viene por no precisar cuál es el concepto 
de derecho adquirido, o, dicho de otra manera, cuándo es 
que se adquiere un derecho. 


Como lo dice la Comisión en mayoría en su informe, 
“Derecho adquirido es una situación jurídica subjetiva, 
obtenida de conformidad con las normas vigentes y man- 
tenida, también, con arreglo a ellas. Lo que debe com- 
prenderse es que nunca puede adquirirse un derecho a la 
estabilidad e inamovilidad, en cargos que la legislación de- 
clara revocables, (es decir, la designación en los mismos) 
ni menos, a retener la titularidad de cargos que se han 
llegado a Ocupar por procedimientos contrarios al orden 
jurídico vigente”. 


En conclusión, señor Presidente, el meollo del proyee- 
to es éste y por ello es que existe una contradicción insal- 
vable entre sus articulos 19 y 10. Todos los demás ar- 
tículos del proyecto son adjetivos. Algunos, invaden el fue- 
ro autonómico del Ente, otros reiteran principios generales 
de Derecho, que es innecesario establecerlos a texto expre- 
so en la ley, así como también, existen los que con leves 
variantes de redacción, repiten disposiciones aque ya están 
contenidas en la ley vigente, esto es la N9 15.739. 


Pero el centro del problema es que el artículo 1% de! 
proyecto es absolutamente incompatible con su artículo 
10, El artículo 1% reitera lo que ya declaró el artículo 44 
de la Ley N? 15.739. Es decir que el CODICEN es compe- 
tente para declarar la nulidad de las destituciones, cesan- 
tías y privaciones de trabajo, que bajo el régimen de facto 
se dispusieran por razones de orden ideológico, político o 
gremial, violatorias de reglas de Derecho viciadas por des- 
viación de poder como agrega a título aclaratorio el ar- 
tículo 29 del proyecto. Eso no está en discusión, Si fueron 
actos contrarios a Derecho, el CODICEN, como cualquier 
órgano de la Administración, tiene la obligación de revo- 
carlos. Eso fue lo que dijeron la ley y el CODICEN, este 
último cuando todavía era CONAE, de “motu proprio”, el 
14 de marzo de 1985. Y eso no está en discusión. 


Bien; si se declara la nulidad de una destitución que 
fue contraria a Derecho, al mismo tiempo no puede decla- 
rarse válido el acto administrativo de designación o de 
ascenso de un funcionario que viene a ocupar un Cargo 
que quedó teóricamente vacante por una destitución que 
fue nula porque no era arreglada a Derecho. 


En otras palabras, no puede ser nula la destitución del 
funcionario A, en el cargo equis, y ser simultáneamente 
válida la designación del funcionario B en ese mismo cargo 
equis. Eso es material y jurídicamente imposible. 


No puede la misma Jey declarar nulas las destitucio- 
nes y declarar válidas las designaciones de otros funcio- 
narios en esos cargos, porque no pueden dos funcionarios 
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distintos ser legítimos titulares del mismo cargo. Esto es 
algo que cualquier persona con un poco de sentido co- 
mún comprende fácilmente. Y este es el problema inso- 
luble al que se vió enfrentado el CODICEN cuando debió 
aplicar los artículos 44 y 45 de la ley. Estaba obligado a 
declarar la nulidad de las destituciones y así lo había 
hecho, y en mérito de la nulidad de las destituciones debía 
reponer a los funcionarios en los cargos que ocupaban an- 
teriormente. 


Entonces, señor Presidente, por lógica e inevitable 
consecuencia jurídica debía desplazar a los que estaban 
en esos cargos, porque no los estaban ocupando con arre- 
glo a Derecho. Sin embargo, en la gran mayoría de los 
casos, no repuso a los funcionarios en los cargos sino que 
declaró a éstos en régimen de interinidad y llamó a con- 
curso para proveerlos, que es el régimen de precepto de la 
Ley N? 14.101 y de la Ley N9 15.739. En definitiva, acce- 
derán a los cargos aquellos que, en concurso libre de opo- 
sición y méritos, es decir, poniendo de relieve su mayor 
aptitud, con todas las garantías del caso, demuestren ser 
los más aptos para desempeñarlos. 


Creo, señor Presidente, que es innecesario extenderme 
en otras consideraciones, puesto que, simplemente, cansa- 
ría al Cuerpo. De modo que, por ahora, he terminado. 


Nada más y muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Traversoni. 


SEÑOR TRAVERSONI. — Señor Presidente: a las 
muy. precisas afirmaciones del señor senador Aguirre co- 
rréespondería —no agregar para reforzar su argumenta- 
ción sino para ambientar el problema en los términos en 
que está planteado— hacer algunas referencias de fondo 
y de tipo docente. 


Desde el año pasado nosotros enfrentamos esa preocu- 
pación de algunos señores legisladores por establecer una 
reglamentación de los artículos 44 y 45, intentos que no 
han fructificado en resultados felices —como no lo es, 
efectivamente, el proyecto de ley que hoy está a consi- 
deración del Cuerpo— y que en general han derivado en 
una suerte de argumentación casuística que se refiere a 
toda la serie de problemas reales creados por los despla- 
zamientos de maestros y de profesores, a raíz de la apii- 
cación de las medidas que, en uso de sus facultades y 
atribuciones, tomaron tanto el CODICEN como los Con- 
sejos Desconcentrados. 


Este gran problema --que ha conmocionado a mucha 
gente y del cual hemos tenido que hacernos eco, sabiendo 
que ello no estaba dentro de nuestras atribuciones, un poco 
para intermediar, para conversar acerca de los Consejos, 
sobre las resoluciones de diversas situaciones— es el pro- 
ducto de una salida a una situación absolutamente anó- 
mala que vivió el país y que no puede ser asimilada a 
una mera situación excepcional de un gobierno de facto 
que practicó algunos favoritismos que después se solucio- 
nan más o menos con algún esfuerzo de las autoridades 
que lo sustituyen. Nosotros lo que verdaderamente tuvi- 
mos con el gobierno de la dictadura militar o el proceso, 
como suele llamársele, fue una política de cambio, de 
radicalización en el cambio del sistema educativo, por la 
cual éste fue a derivar hacia las órdenes de los mandos 
militares y hacia la instauración de una filosofía educativa 
que fue definida, muy claramente, en sus tonos medieva- 
listas, por uno de los miembros dirigentes militares del 
CONAE, en oportunidad del CONAE intervenido, en oca- 
sión de hacer una conferencia, que después fue amplia- 
mente difundida, presentando, digamos, la doctrina edu- 
cativa que pretendía implantar el régimen. 


Se ha hablado mucho de que, en estos doce años en 
que transcurrió la dictadura, la vida continuó. Entonces. 
como la vida continuaba y cada uno estaba ubicado como 
sobreviviente en sus cargos y se producían los ascensos. 
no había nada más que un movimiento natural de las 
cosas que luego nosotros tenemos que reconocer. Pero lo 
que pasa es que sobre ese movimiento natural de las 
cosas lo que se produjo fue un operativo muy regulado 
y estricto en el cual los ascensos no se produjeron al azar 
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sino bajo el control de los certificados de inhabilitación 
y de las directivas de los cuarteles en cada localidad, para 
determinar las personas aptas o no para merecer esos 
ASCENSOS. 


SEÑOR MEDEROS. -— Apoyado. 


SEÑOR TRAVERSONI. — De modo que eso creó un 
desquicio en todos los escalones, muy difícil de corregir 
sin grandes trastornos. Además, señor Presidente, las au- 
toridades que venían a heredar esta situación y a tratar 
de enmendarla, se encontraron conque sobre los mandos 
superiores y quienes los habían ocupado después de haber 
pasado por ese filtro, por ese adoctrinamiento que se ha- 
cía oficialmente, bien cabia Ja presunción de que cierta 
infiltración doctrinaria había imbuido a quienes tenian 
esa altísima responsabilidad de conducir el proceso edu. 
cativo, de tal manera que, sin que operara, al ponerse en 
condiciones de iniciar sus tareas los nuevos Consejos, una 
acción de carácter vengativo o de revanchismo, era muy 
claro que, por la tranquilidad y la seguridad de que se 
iba a poder rehacer el sistema educativo, tenía que efeo- 
tuarse un cambio; un cambio que no podía hacerse con 
el escándalo de sumarios, de procesos a los que habían 
tenido la conducción y tenían más o menos grados varia- 
dos de culpabilidad en los hechos que habían ocurrido, 
sino que se podía hacer mediante la revalorización de 
este instituto —que siempre ha tenido más prestigio en 
Ja enseñanza pública y que las autoridades se han em- 
peñado en revalorizar-— que es el concurso. 


La declaración de interinidad y la vacancia de Jos 
cargos no han sido sustituidas por un nuevo acto de fa- 
voritismo ni por la colaboración a dedo de reemplazantes 
de los directores o inspectores cesantes, sino que se ha 
tratado, en primera instancia, de hacer una renovación 
para poder continuar o restablecer con normalidad los 
cursos y luego —y en forma inexorable— Ja puesta en 
funcionamiento de la institución del concurso, que va desde 
la base del simple maestro hasta el sitial en que se en- 
cuentran los más altos funcionarios, como el Inspector 
Jefe de Enseñanza Secundaria, quien deberá confrontar 
sus méritos con otros funcionarios aún teniendo 43 años 
de antigiiedad y con concursos ya ganados. 


De manera que podemos comprender los cambios que 
se han producido y los trastornos que se han ocasionado 
a muchos docentes, pero decimos que la responsabilidad 
de esos cambios es la inevitabilidad de que se produjeran 
en ese período de transición, en el que el sistema educa- 
tivo busca restablecer su cauce, porque no nos encontramos 
frente al caso común de la Administración, sino frente 
al servicio educativo. Y frente a esas definiciones un poco 
ambiguas y en las que no se ha encontrado una precisión 
jurídica acerca de los derechos adquiridos, hay un perso- 
naje olvidado -—cuyo derecho adquirido, valga la redun- 
dancia, es superior a todos los demás— que es el edu. 
cando. 


Creo que a eso ha tendido la política que se ha se- 
guido hasta este momento, 


SEÑOR JUDE. -— Pido Ja palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR JUDE. --. Señor Presidente: luego de la, larga 
noche de la dictadura, y ya €n los albores de la democra- 
cia, el país vivió un estado espiritual especial tendiente. 
naturalmente, a la pacificación nacional. En ese propósi- 
to, el Parlamento fue un protagonista importante: apro. 
bó una cantidad de actos generosos para alcanzar esa 
pacificación nacional, la que forma parte de un contexto 
de sentimientos al que no creo que ningún uruguayo pue- 
da sustraerse. Son cuatro las leyes que apuntan a ese fin: 
la de amnistía, la de la convalidación de los actos legisla.- 
tivos del Consejo de Estado, la de educación y la de re- 
incorporación de los funcionarios públicos destituidos. 


La Ley N* 15.737, o sea la de la amnistía, establece 
que quedan comprendidos en ella, a sus efectos, todas las 
personas a quienes se hubiera atribuido la comisión de 
esos delitos, sea como autores, co-autores o cómplices, o 
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a los encubridores de los mismos, hayan sido o no con. 
denados o procesados y aún cuando fueran reincidentes 
o habituales. 


También en el artículo 25 se declaraba el derecho de 
todos los funcionarios públicos destituidos en aplicación 
del llamado Acto Institucional N9* 7, a ser restituidos a 
sus respectivos cargos. 


La ley de convalidación, del 6 de marzo de 1985, en 
su exposición de motivos, dice lo siguiente: “Los suscrip- 
tos, legisladores de todos los Partidos Politicos represen- 
tados en el Parlamento, en uso de la facultad conferida 
por el artículo 133 de la Constitución de Ja República, ve- 
nimos a proponer la sanción del proyecto de ley adjunto, 
por el que se convalidan los actos legislativos dictados por 
el Consejo de Estado, entre el 18 de diciembre de 1973 
y el 14 de febrero de 1985, declarándolos con valor y 
fuerza de ley, los que serán identificados en el futuro co- 
mo « PecrrtosLeyes” pero con la misma numeración y 
echa. 


En tal sentido, cabe señalar que los referidos actos 
legislativos del Consejo de Estado del gobierno militar 
“de facto” que acaba de fenecer, son radicalmente nulos 
por emanar de un órgano inexistente para la Constitución 
de la República. ..”. 


Y más adelante se expresa: “Sin embargo, al amparo 
de su aplicación constante durante años, se han consti- 
tuido infinidad de relaciones jurídicas, con la consiguiente 
generación de derechos y obligaciones que no es prudente 
considerar en adelante sin respaldo legal, pues ello lesio- 
naría muy respetables intereses y ocasionaría una situa- 
ción general de inseguridad jurídica”. 


Luego, dice: “Sobre el particular expresó el repre- 
sentante, historiador - constitucionalista Francisco Bau- 
zá: 'a fin de evitar esta negación del sistema republi- 
cano, a efectos de dificultar esta reacción al gobierno des- 
pótico, es que pedimos vigor de ley para los actos de la 
dictadura. Desde que no podemos rechazarlos, porque eso 
sería lastimar derechos adquiridos,...””. 


Y en el parágrafo siguiente se señala: “Esta conva- 
lidación se hace exclusivamente por la necesidad juri- 
dica...”. 


Es decir que la ley de convalidación de los actos recoge 
tres aspectos sustanciales: la seguridad, los derechos y la 
necesidad jurídicos. 


La Ley N9 15.739, de Emergencia para la Educación, 
establece, con toda justicia, en su artículo 44, lo siguiente: 
“La Administración Nacional] de Educación Pública dec- 
clarará la nulidad de todas las destituciones, cesantías oO 
privaciones de trabajos de los funcionarios de su depen- 
dencia que fueron dispuestas por motivos ideológicos, po- 
líticos, gremiales, violatorias de reglas de Derecho o vi. 
ciadas por desviación de poder. Idéntica declaración de 
nulidad realizará el Poder Ejecutivo respecto de las des- 
tituciones de funcionarios dependientes de la Comisión 
Nacional de Educación Física.” 


Quiere decir que la ley impone al cuerpo docente la 
obligatoriedad de restituir a aquellos funcionarios despe- 
didos en esas condiciones. Por su parte, el artículo 45 se- 
ñala: “La restitución en la función que opere en mérito 
a lo dispuesto por el artículo anterior, no lesionará los 
derechos adquiridos por los demás funcionarios”. 


Finalmente, la Ley N? 15.783, en su artículo 5% esta. 
blece muy claramente que las reincorporaciones y repara- 
ciones en la carrera funcional que resulten de la aplica- 
ción de esta ley, no afectarán los derechos adquiridos de 
los funcionarios que actualmente ocupan y desempeñan 
cargos y funciones en los respectivos organismos. 


Hemos podido apreciar que esta ley se ha aplicado 
en toda la Administración Pública sin ninguna interferen- 
cia. Es decir, se ha cumplido con el requisito del reingreso 
de los funcionarios que en la dictadura fueron maltratados 
y destituidos. Naturalmente, se actuó en función de un 
justo concepto de derecho adquirido, puesto que por el 
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reingreso de esos funcionarios no se produjo ninguna in- 
justicia. El propósito natural de toda la legislación era el 
de pacificar, de no crear problemas. En la única área en 
la que se han creado gravísimas dificultades ha sido en 
la de ta educación. 


No por repetido debemos olvidar que todo el país tic- 
ne un sistema educativo, que es el motor impulsor básico 
para el desarrollo. Las múltiples áreas del quehacer na- 
cional se nutren en forma permanente a través de las 
mujeres y de los hombres que el Estado forma y capacita 
para el logro de sus fines. 


La educación de los futuros ciudadanos es el pilar 
que sustenta el porvenir de los pueblos. Por lo tanto, de- 
be merecer toda nuestra preocupación porque, a través 
de ella, definiremos nuestro destino nacional. 


Como senador de la República, consciente del deber 
histórico que asumi al ocupar esta banca por decisión 
soberana de miles de ciudadanos, sentí la gran respon- 
sabilidad de hacer pública, una vez más, la inquietud es- 
piritual a que se ven sometidos algunos —que llama a la 
reflexión— por los hechos que desde hace pocos meses 
vienen conmoviendo el ámbito educativo. 


Recorri el pais acuciado por las reiteradas denuncias 
y visitas de los docentes, victimas de tlagrantes injusti- 
cias durante la instauración de la democracia, tan cara 
para todos y de la que somos especialmente responsables 
en virtud de la función para la que fuimos investidos, 
Comenzamos a conversar y a investigar sobre el origen 
de estas decisiones, que a tantas personas habían afec- 
tado. Recibimos cartas llenas de dolor, y a personas que 
venían a nosotros con lágrimas en los ojos, reivindicando 
posiciones que habian ganado con dignidad. 


Queremos referirnos, en primer término, a la Reso- 
jución N* 5 del CODICEN. Alli se expresa lo siguiente: 
“Resultando que los actuales inspectores y directores do- 
centes han sido designados con carácter revocable de 
acuerdo con las disposiciones vigentes, resuelve: Declára- 
se que tienen carácter interino todos los cargos de ins- 
pección y dirección docentes dependientes de este Con- 
sejo y de los Consejos Desconcentrados”. 


Esto, obviamente, trajo como consecuencia un estado 
de inseguridad para más de tres mil docentes, no sola- 
mente desde el punto de vista espiritual sino también en 
lo que tiene que ver con su fuente de trabajo y con la 
estabilidad en su empleo, que es una de las cosas que 
creo que no debe pasar inadvertida para un país tan pe- 
gueño como el nuestro, en el que si una persona pierde 
su empleo es muy difícil que pueda encontrar un trabajo 
sustitutivo o sobrevivir sin el sueldo que percibía, 


Entendemos que esta Resolución N? 5 es antijuriaica, 
porque lo son las revocaciones de todos los cargos de in: 
pector, director, subdirector y secretario docente depen- 
dientes del CONAE, área de formación docente, y de ins- 
pectores, directores y subdirectores del Consejo de Edu. 
cación Primaria. Son violatorias del orden constituciona!, 
porque el artículo 61 de la Carta Magna establece e) de- 
recho a la permanencia en el cargo. Son violatorias, tam- 
bién, por el orden legal. La Ley N“ 14.101, en su articu- 
lo 39, establecería que los inspectores y directores depen- 
dientes de los de Educación Secundaria y de la UTU se- 
rían designados en todos los casos en forma revocable. 
pero no así los de Primaria y Formación Docente. 


De acuerdo con lo que emerge del contexto de todas 
las disposiciones, son viclatorias, también, del Estatuto 
del Docente. El artículo 45 de la Ordenanza N* 28 reitera 
la permanencia en el cargo de los inspectores, hasta la 
culminación de su carrera. 


Por consiguiente, de acuerdo con lo que resulta del 
contexto general de la Ley N? 14.101, del Estatuto del 
Docente y de los respectivos artículos de la Constitución, 
los docentes mencionados precedentemente —de las áreas 
de Formación Docente y de Educación Primaria— son 
efectivos en sus cargos, con derecho a la estabilidad en 
los mismos, cuya destitución puede operarse, únicamente, 
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por el inciso tercero, que establece claramente las causas 
de la cesantía: ineptitud, omisión o delito, pérdida de 
los presupuestos indispensables para desempeñar el cargo. 
renuncia, actividad proselitista —inciso d)— en el ejer- 
cicio de sus funciones en lugares y horas de trabajo y 
la realización de actividades prohibidas, consideradas ilí- 
citas o contrarias a la Constitución o a la ley. 


Queremos señalar que en Formación Docente fueron 
afectadas noventa personas por esta disposición; en Edu- 
cación Primaria 2.446, entre las que se encuentran 1.355 
directores de escuelas rurales a cuyo drama nos vamos 
a referir más adelante, en forma más clara. 


El ex CONAE actuó en forma ilícita; no respetó la 
Constitución y violó la ley, porque ésta no establece, en 
ningún articulo, que fueran revocables los cargos de Edu- 
cación Primaria, para la que sólo se aplica el sistema de 
concurso para el ingreso a los cargos docentes, y menos 
aún para el área de Formación Docente, que no existia 
cuando fue promulgada la ley y que se creó en 1977. Ade- 
más, ignoró lo preceptuzdo en el Estatuto del Docente 
-—Ordenanza N? 28-- desconociéndolo en su jerarquía re- 
glamentaria. 


Por lo tanto, la declaración de interinidad de estos 
cargos implica la vacancia, afectando los derechos adqui- 
ridos de titulares efectivos en los mismos, siendo, pues. 
una resolución antijurídica. 


Mientras estos episodios se llevaban a cabo --y sin 
mencionar, como ocurrió con las autoridades de Secun- 
daria, que hicieron cesar masivamente a 82 inspectores 
el 19 de marzo de 1985, dándoles dos horas para que zban- 
donaran sus despachos—- nosotros, en el Senado, discu- 
tíamos los derechos adquiridos, en una Comisión de En- 
señanza que tuvimos el honor de integrar. Recuerdo que 
en aquella oportunidad, el que habla señalaba lo siguien- 
te: “Entendimos que era de estricta justicia restituir a 
sus cargos a aquellos que se habian visto privados de su 
trabajo por razones políticas”. Pero agregábamos que: “en 
todos los casos de destitución no se podrán lesionar los 
derechos adquiridos de otros funcionarios, a fin de que 
por vía de la restitución no se produzcan nuevas desti- 
tuciones”. 


Más adelante. decíamos: “Debo reconocer que aqui se 
ha actuado con una gran honestidad y, más allá del sen- 
tido cabal de presencia, el señor Presidente de la Comi- 
sión ha actuado con gran dignidad; sin embargo, una 
cosa es la ley y otra cosa es el ámbito dentro del cual 
ésta se aplica. El Derecho es el instrumento Más idóneo 
para arbitrar la justicia. La justicia es el principio etico 
y el Derecho, entonces, es la instrumentación indicada 
para que la justicia se cumpla. Creo que aquí no podemos 
hacer simplemente un examen legal de las disposiciones. 


Tenemos que reconocer que a este estado de nervio- 
sismo por parte de la gente que ocupa cargos en los orga- 
nismos de enseñanza, de ninguna manera podemos ser 
indiferentes, que es más o menos parecido al que se vivió 
en la dictadura”. Entonces, nos preguntamos si tienen 
sentido los derechos adquiridos. 


Existe un trabajo, que el país conoce muy bién, de 
un maestro en el Derecho, de un hombre cuya versacion 
jurídica está más allá de cualquier propuesta o insinua- 
ción. Nos referimos al doctor Daniel Hugo Martins, quien 
en la edición del diario “El País” del día 27 de julto, en 
un informe especial, da el fundamento jurídico de los 
derechos adquiridos, de la siguiente manera. Dice Mar- 
tins: “Durante los diez años que duró la intervención del 
Consejo Nacional de Educación, miles de maestros y pro- 
fesores fueron designados, ascendidos y destituidos. Si se 
fulminara con la nulidad todas las situaciones creadas 
durante una década, se crearía un verdadero ca los 
docentes que ingresaron deberían cesar, los docentes que 
ascendieron deberían volver a sus puestos, los docentes 
que fueron destituidos —-cualquiera fuera la causa. de- 
berían retornar”. 


Luego invoca la seguridad jurídica, a la que hicimos 
referencia en las leyes que hemos mencionado. Dice asi: 
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“Esta visión apocalíptica contradice un principio funda- 
mental del Derecho: la seguridad jurídica.” 


Este principio se funda en la necesidad de respetar 
las situaciones jurídicas creadas en el pasado, por cuanto 
la revisión de todo lo actuado, sin término, nos llevaría 
a la inestabilidad más absoluta, lo que contraría la nece- 
sidad de certidumbre de las situaciones en que se enCueñ- 
tran Jos individuos dentro de la sociedad. Además, men. 
ciona en apoyo de esta posición la jurisprudencia y doc- 
trina francesas. 


En Francia, el Consejo de Estado, equivalente a nues- 
tro Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dictó en 
1922 el fallo Dame Cachet, según el cual no puede revo- 
carse un acto dictado por la Administración, pasado el 
Plazo para interponer los recursos contenciosos de anula. 
ción. 


La jurisprudencia iniciada por el fallo Dame Caches 
aporta un elemento esencial a la estabilidad de las situa- 
ciones: la imposibilidad de discutir un acto irregular pa- 
sado el plazo del recurso contencioso. La perención de 
este plazo hace adquirir al acto irregular, el valor de un 
acto regular... El tiempo borra la ilegabilidad... Esta 
regla es protectora del beneficiario del acto, concluye 
Auvret (“Revista de Derecho Público”. Paris, febrero (de 
1985, página 91). 


Precisamente, el autor cita el caso de los maestros 
contratados de la enseñanza privada, cuyo fallo fue dic- 
tado por el Consejo de Estado francés el 13 de noviem- 
bre de 1981. 


Y luego de reiterar el artículo 15 de la Ley N* 15.783, 
el doctor Martins dice, como expresión congruente de sus 
conclusiones: “Es absolutamente incongruente que los le- 
gisladores que votaron esta disposición para toda la Au- 
ministración Pública, incluso para las personas públicas 
no estatales, se nieguen a aplicarla en el caso de los do- 
centes. 


Señor Presidente: deseo realizar un breve examen de 
las consecuencias reales que en distintas áreas tuvo la 
no aplicación del articulo 45 y el no respetar los derc- 
zhos adquiridos. 


En lo que respecta a Primaria, el 8 de abril de 1985 
se llevó a cabo la degradación de diez Inspectores de zo- 
na de Montevideo a Directores mediante el boletín N* 7, 
que ascendieron por llamado a espiraciones correspon- 
diente a los años 1981 y 1982. 


Tengo en mi poder las tres actas labradas en presen- 
cia de los señores inspectores en momentos en que fue- 
ron a las oficinas a recoger la documentación pertinente. 
Solicitaron la resolución y les fue denegada, en un acto 
de total falta de garantías y donde se alteraba sustan- 
cialmente la justicia procesal. En todo procedimiento por 
el cual se cesa a un funcionario, lo lógico es que no se 
haga verbalmente sino mediante la entrega de un do- 
eumento. 


Estos inspectores requirieron la resolución que les fue 
denegada, oportunidad en que labraron otra acta en Bar. 
tolomé Mitre 1307, piso 4% donde los atendió el señor 
Rúben Fernández Chavez, Inspector Departamental de 
Montevideo, quien expresó, en primer término que no te- 
nía la copia y luego que se estaba procesando y que a la 
brevedad la entregaría. Eso ocurrió el 8 de abril. El dia 
2 de ese mes aparece una publicación, boletín N? 7, donde 
se hace referencia al hecho de que efectivamente que- 
daban sin trabajo. 


Estos actos de ocultamiento en el que se cesan fun- 
cionarios en forma verbal y luego aparece un documento 
con una fecha cambiada, dan lugar a pensar que la irre- 
gularidad con la que se ha actuado en estos institutos 
es de mayor relevancia de la que aparentemente pode- 
mos comentar de éste y Otros casos. 


El Oficio 337, de 15 de abril de 1985, establece la de- 
gradación de 13 Directores, tres de los cuales pasan en 
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la casa durante un mes sin cobrar y luego quedan fuera 
del Presupuesto. 


Agrego que poseo los nombres de los funcionarios. 


Con respecto a la resolución 193 del CODICEN pode- 
mos decir que en ella se revocan resoluciones de Prima- 
ria por no contemplar el artículo 45 de la Ley aprobada 
el día 30 de mayo. El mismo CODICEN reprende a Pri. 
maria y en uno de sus considerandos expresa que tam- 
poco se ha contemplado la disposición del artículo 45 de 
la Ley N? 15.739 ni valorado el instructivo 3/85 de la Con- 
taduría General de la Nación en su dimensión de instru- 
mento de pacificación en cuanto permite la contratación 
de destituidos sin necesidad de desplazar a quienes ac- 
tualmente ocupan los cargos presupuestales que les co- 
rrespondían a aquellos. 


A tal punto llegaba la no interpretación del artículo 
45 que hasta el propio CODICEN, en ese episodio, llama 
la atención a Primaria ante su conducta! 


También podemos mencionar Ja circular N9 21 de 24 
de julio de 1985, relacionada con el llamado a aspiracio- 
nes para cargos de Inspección; la valoración para los con- 
cursos habilitantes, de las graduaciones, de los derechos 
adquiridos y de los méritos obtenidos durante el proceso, 
fueron notoriamente jesivos para los docentes que con- 
tinuaron en la carrera. Lo mismo podemos decir con res- 
pecto a la Circular N% 24. Basta observar los puntajes 
que se otorgan en estos Concursos. 


Con respecto a los titulos de la gente que actuó du- 
rante el proceso, se le otorgan 6, 3, 1 y 1/2 puntos y a 
los anteriormente cursados, las calificaciones eran de 12 
puntos. Con respecto a las graduaciones, por el hecho 
de no haber realizado un concurso los puntajes son de 
38 y 3 puntos, frente a los anteriores que son de 20, 11 
y 15. 


Los responsables de no haber concursado no son los 
funcionarios, puesto que el sistema no establecía ese re- 
quisito. 


Sin embargo, cuando en el apartado 15 se hace refe- 
rencia a otros méritos, ahí si se otorgan hasta 20 puntos. 
Esto supone decir que dentro de un esquema en el que 
naturalmente había una impregnación especial, se lleva- 
ron a cabo estos hechos que no ereo prestigien al país ni 
a la democracia. 


El 25 de noviembre de 1985 el Oficio 2968, establece 
que los Directores que ahora son suplentes, quedan sin 
cargos. Se hace notar que todos ellos eran maestros etec- 
tivos por concurso y al terminar la suplencia inician una 
serie de cambios por escuelas y cargos, debiendo algunos 
permanecer en sus casas sin funciones ni sueldos. 


Es de destacar que 14 directores desplazados por el 
llamado a aspiraciones, debieron ocupar suplencias de di- 
rección de docentes, que sin restituir aún, habian sido 
autorizados para la toma de posición ficta. 


Esto es grave, señor Presidente. 


El Oficio N? 2968 dice: “Cúmpleme hacer llegar a us- 
ted la nómina de Maestros Directores que ocupan Cargos 
con carácter suplente y que al haber finalizado dicha su- 
plencia, no tienen cargos efectivos reservados”. O sea que 
me pregunto: ¿Adónde van? A sus casas. 


Por ejemplo, una Directora de Primaria, con 17 años 
de antigiiedad en la docencia, maestra efectiva por con- 
curso en 1971, que en 1978 hizo un curso de Director y 
en 1985 otro de Inspector fue desplazada de su Cargo pa- 
sando a revistar como Directora suplente, percibiendo un 
sueldo, primero de N$ 24.380, luego de N$ 20,299, después 
N$ 300 y luego ni siquiera realizaron los aportes a la 
Caja Nacional de Ahorros y Descuentos y a la Contadu- 
ría General de la Nación. 


¿Qué consecuencias tuvo para los niños el cambio su- 
cesivo de maestros? El hecho de que tantos docentes se 
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hayan cambiado a distintas escuelas y clases, ¿no signi- 
fica una lesión natural a los niños que son ajenos a di. 
chas circunstancias? ¿Qué respuesta podemos dar a los 
niños que Ven al maestro durante un mes o dos y luego 
ven a otro? 


Esta es una circunstancia que es importante señalar, 
porque son los cambios que afectan a la estructura de la 
enseñanza misma. 


El 24 de diciembre, por un contrato sin término, a 
Una persona se le designa como maestra efectiva; el 25 
de julio, Directora suplente; y el 28 del mismo mes es 
también nombrada Directora Suplente, para otra escue- 
la, por un período de 15 días. 


Voy a citar el caso de Otra persona, que es Director 
de Escuela, con 16 años de docencia. En el año 1973, efec- 
tivo por concurso en una Escuela de Tacuarembó luego 
de ser maestro es las Escuelas N% 58 y 128 también de ese 
departamento. En 1978 fue trasladado departamental. 
mente a la Escuela N* 12 de otro lugar. En 1980, realiza 
un curso de Directores. Esta persona fue desplazada por 
un Director suplente. 


Es de destacar que por llamado a aspiraciones, el 12 
de octubre de 1985, en la Escuela de referencia, eli- 
ge por poder la Dirección de esa escuela, una persona que 
tiene 58 años de edad, quien estuvo en Bélgica durante 
el proceso. 


Tengo en mi poder los documentos que acreditan las 
cifras que he mencionado, como testimonio doloroso de 
lo que significa un acto de verdadera injusticia en la 
enseñanza. 


Quiero mencionar también, a Tabaré Goyén Alvez, un 
viejo maestro ya fallecido —y es por ello que lo men- 
ciono— que realizó una brillante carrera como docente, 
habiendo participado en todos los concursos. En el año 
1955 fue maestro de ler. grado; en 1958, concursó para 
Maestro Director. Posteriormente en el año 1959 realizó 
un curso de especialización en el Instituto Normal Rural 
de Cruz de los Caminos; después pasó por la Etapa de 
Perfeccionamiento de Maestros —Cursos para Directores— 
Concurso de Directores de Escuela; Inspector de Zona 
Efectivo, también por concurso, en el año 1973, en Ri- 
vera; Inspector Departamental Interino del departamento 
de Soriano. Es trasladado como Inspector de Zona de 
Educación de Adultos, a partir del 6 de marzo de 1978; 
en 1982 es nombrado Inspector Departamental de Adul- 
tos de Montevideo. Luego fue desplazado por otra perso- 
na que se reintegra en el cargo sin más méritos que él; 
quien lo sustituye es un funcionario de la misma jerar- 
quía. Esta situación, prácticamente, le costó la vida, por- 
que después de haber realizado una brillante carrera, al 
ser trasladado al interior del país falleció en medio de 
la angustia natural, por haber recibido una sanción de 
esa indole. 


Ni que hablar, señor Presidente, de esta gran ignomi- 
nia porque no puede tildarse de otra manera lo que su- 
cede en algunos ámbitos. El ejemplo más destacado es el 
de los Directores de Escuelas Rurales, con los que hemos 
dejado que se consume un verdadero atropello. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


Gente que por muchos años ha ocupado esos Cargos 
de sacrificio sin igual en la docencia, que durante el 
proceso no tuvo oportunidad de regularizar su situación 
por falta de concurso, que fueron efectivos por las nor- 
mas vigentes del momento, que concursaron en igualdad 
de condiciones con maestros recién recibidos, por desco- 
nocerse los méritos de su actuación anterior. 


SEÑOR SINGER. — Pido la palabra para una Cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SINGER. — Solicito que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. Aunque creo que siendo 


2 de Setiembre de 1986 
' 


do uno de los firmantes del proyecto debe tener el mis- 
mo tratamiento que el miembro informante y, por lo 
tanto, dispondria de 60 minutos. 


No sé cuál fue el criterio que aplicó la Mesa en este 
Caso. 


SEÑOR PRESIDENTE, -- La Mesa desea aclarar que 
quienes figuran como miembros informantes en el re- 
partido del proyecto, son los señores senadores Aguirre y 
Fá Robaina, en mayoría y minoría respectivamente. 


Se va a votar la moción formulada por el señor se- 
nador Singer, en el sentido de que se prorrogue el térmi- 
no de que dispone el orador. 


(Se vota:) 
—25 en 26. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR JUDE. -— Agradezco al señor senador Singer 
la gentileza de su propuesta y al Senado por haberla 
votado. 


Debo señalar señor Presidente, que con los Directores 
de Escuelas Rurales, se comete una verdadera injusticia. 


Mucha gente perderá su casa, su familia será desar- 
ticulada; se trata de personas que fueron destinadas a 
una Escuela, y que pudieron haber contraido matrimonio, 
con un productor, o con la hija de un productor, o con 
otro maestro. Sin embargo se realiza un concurso de Opo- 
sición en el que no se tienen en cuenta los méritos y es- 
tas circunstancias que he mencionado. En consecuencia, 
por todo ello, pierde en primer término su vivienda y, en 
cierto modo, se resiente la estabilidad familiar. Estas no 
son cosas solo del campo, sino del país, de la democracia, 
y de nuestras tradiciones. 


Más adelante nos vamos a referir al tema de los con- 
cursos. Debemos recordar que por lo dispuesto en el Bo- 
letín N* 3898 de 1969, en plena democracia, se intervino 
la Oficina de Concursos, Ello significa que esos Concur- 
sos que se invocan no eran tan eficientes, dado que se 
llevó a cabo esa indagatoria. 


En lo que tiene que ver con la Educación Secunda- 
ria podemos citar algunos hechos violatorios al artículo 
45, por ejemplo, el llamado a aspiraciones para cargos in- 
terinos de Dirección y Subdirección. Los aspirantes no 
pudieron presentar los méritos que avalaban sus derechos 
adquiridos, porque se les negó la documentación en la 
Inspección de Institutos y Liceos. No se dio a conocer 
ningún instrumento de evaluación, por tanto se desco. 
noce qué puntuación tuvieron los derechos adquiridos. Co- 
mo resultado de este llamado a aspiraciones que fue fa- 
lado por un Tribunal de Opinión, sin la presencia de un 
delegado observador representando los derechos de los 
aspirantes, se producen degradaciones y desplazamientos. 
De 150 Directores cesaron 97, es decir, el 65%; de 67 
Subdirectores, cesaron 47, o sea, un 70%. 


En el llamado a aspiraciones para cargos de Inspec- 
ción, no se Jes permitió inscribirse a aquellos Inspectores 
que habían sido cesados el 19 demarzo y que se habían 
acogido a la jubilación. Pero sí se permitió inscribir a los 
docentes jubilados con anterioridad. 


En fin, señor Presidente, son varias las irregularida- 
des que podríamos mencionar sobre este tema; al respec- 
to contamos con la documentación pertinente. 


Entendemos que quizás resulte importante para el 
Senado, como forma de definir el clima que vivió la 
gente de la enseñanza, dar lectura a una carta de orden 
personal que he recibido, Dice lo siguiente: “Ansina, 29 
de abril de 1985. Señor Senador Raumar Jude. De mi ma- 
yor consideración. Retribuyo sus atentos saludos y me ale- 
gra mucho que se haya interesado por mi, personalmente 
y como integrante de la Comisión de Enseñanza de la 
Agrupación de Gobierno de nuestro partido, tan caro en 
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estos momentos difíciles, para decirle que en efecto. ne- 
cesito ahora su colaboración, para salir del impase de la 
Enseñanza en el que estoy involucrado. Como es de su 
conocimiento, en mi calidad de Director del Liceo de 
Ansina (Tacuarembó), he caído bajo la guillotina, que 
más bien impresiona como digna del tiempo de] Terror 
de la Revolución Francesa, cuando imperaba Robespie- 
rre, ilustre ciudadano que en nombre de los declarados 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, aplicó y recibio 
con todo rigor su propio tratamiento. No se respetaba ni 
a los de sangre azul, ni a los de sangre roja. Ahora tam- 
poco. En fecha adecuada envié por correo al Consejo de 
Enseñanza Secundaria, (no sé si abrieron el sobre) mi 
curriculum, solicitando continuar en forma interina en el 
Cargo de Director, hasta tanto se resuelva definitivamen- 
te como indicaban. Unas 600 firmas juntadas y enviadas 
apresuradamente a la señora Ministra de Cultura, docto. 
ra Adela Reta, por los vecinos de Villa Ansina, avalan mi 
Pedido de mantenimiento en el cargo como Director del 
liceo. El liceo de Ansina se gestó en el año 1970 y empe- 
zó a trabajar en marzo de 1971, como liceo Popular, con 
un solo grupo de primer año y 37 alumnos, en el cual yo 
era Director y profesor. de Biología y de Francés. En 
1972 se consiguió la habilitación. El 1% de agosto de 1983, 
se oficializó con tres grupos. Hoy cuenta ya con seis gru- 
pos, concurriendo en ómnibus 51 alumnos de la Zona de 
Caraguatá, que viajan de 60 a 80 kilómetros para recibir 
instrucción. Durante dos años y medio (hasta agosto de 
1973) todos trabajábamos en forma honoraria, porque co- 
mo buenos ciudadanos amábamos a nuestro terruño y nos 
sentíamos en la obligación de hacerlo por él. Al oficiali. 
zarse el liceo (el 19 de agosto de 1973) a los dos meses 
del golpe de estado, de acuerdo a la meta anteriormente 
fijada, a mí, no me pusieron ni me sataron como Di- 
rector, simplemente me dejaron en el cargo, hasta ahora, 
que habiendo luchado por la democracia y por la región 
donde habito parece que no servíamos o que 10 éramos 
capaces. 


Parecería que nuestra labor de 30 años de luchas y 
de conquistas para este pueblo, ahora Villa —hasta hace 
poco aldea— fue inútil y peligroso para el país. 


Mi abuelo, el doctor Ramón López Lomba, abogado e 
íntimo amigo de José Batlle y Ordóñez, que trabajó con 
José Pedro Varela, siendo Inspector Vareliano por el de- 
partamento de Paysandú, luego fue cónsul general del 
Uruguay en París, donde nací yo, al final de la Primera 
Guerra Mundial. No obstante ello, soy ciudadano natural 
uruguayo (artículo 74 de la Constitución); ello motivó 
que al resurgir la Francia libre de De Gaulle, me enrolé 
como voluntario en el ejército francés al desembarcar éste 
en Africa para pelear contra los nazis y los fascitas. No 
llegó a partir nuestra remesa, porque los nazis hundieron 
el barco que venía a buscarnos, lo que prolongó nuestra 
proyectada partida al Africa. Y luego no fue necesaria 
nuestra presencia, (yo era estudiante de medicina en esa 
época). 


Perdone que le haga estas consideraciones, pero es 
para que vea que no acepto calificativos de Jos '“boches” 
ni de los “Bolehes” y en cuanto a democracia y la defensa 
de sus valores, tal vez tengan que aprender más ellos de 
nosotros, que nosotros de ellos. 


Ahora me trasladan al Liceo N?% 1 de Tacuarembó, 
con 20 horas semanales como profesor de francés; es de- 
cir, me rebajan de categoría y de sueldo y me obligan a 
mudarme de Villa Ansina. Pienso que no es a mi solo a 
quien castigan con eso, 


No tengo problemas económicos, ni dependo del sueldo 
del liceo para vivir decorosamente. Por ello casi segura- 
mente no aceptaré las migajas que se me ofrecen. Lo que 
más me molesta es que tenga que salir expulsado de un 
cargo que me honra, de un liceo por el que tanto luché, 
incluso contra los escépticos, y más aún, porque precisa. 
mente dicen que está en el Gobierno el partido mío y el 
de mis antepasados. Al solicitar su ayuda en este trance 
doloroso quedo a sus órdenes y lo saludo muy atenta- 
mente”. 


Señor Presidente: estos son testimonios que tienen un 
valor jurídico, pero también lo tienen desde el punto de 
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vista político, porque este es un Cuerpo de políticos. No- 
sotros somos receptivos de las angustias y de las esperan- 
zas de los ciudadanos de este país, y, cuando habiéndolo 
recorrido, hemos visto tanto dolor, entendemos que alguna 
solución tiene que haber para esta gente, algún mensaje 
de fe tenemos que enviarle al país, que está ansioso espe- 
rando' nuestra palabra. 


Refiriéndonos a la UTU, señor Presidente, llamamos 
la atención sobre la degradación del Inspector General Do- 
cente a Inspector (cuatro escalafones por debajo en el 
escalafón), que es sustituido por un docente de más de 
70 años de edad, no destituido sino cesado de un cargo 
inferior por haber cumplido más de 35 años de servicio. 
Cito también la degradación de la Sub-Inspectora egresada 
de la Sección Agregaturas, destacada docente con 33 años 
de servicio, ex-inspectora de inglés, ex-inspectora jefe do- 
cente, que fue sustituida por un docente de larga actua- 
ción en la institución -—más de 40 años— que ocupó un 
alto cargo en la UTU durante el proceso y del cual se 
retiró voluntariamente para jubilarse en 1978. Curiosa. 
mente, no tiene ninguna formación docente. 


Se elevan a destituidos a cargos a los que nunca hu- 
bieran llegado, por más optimismo que se ponga en la 
reconstrucción de la carrera funcional respectiva. Un Je- 
fe de Talleres destituido, mecánico de profesión, es hoy 
Inspector Jefe de Planeamiento Educativo de la UTU. Nos 
preguntamos si esto tiene sentido, 


Se ha restituido a personas destituidas por una Junta 
Médica. Y lo que es más, en UTU, por ejemplo, una per- 
sona que en esta situación fue destituida de maestra del 
taller de tejidos, fue reintegrada como Inspectora. Pero 
la cosa no termina allí; citada por nueva Junta Médica, 
ésta reitera su incapacidad permanente, pero el Consejo 
respectivo la conserva en el cargo, Son cosas que ocurren, 
y es casi lamentable que sucedan, 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR JUDE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -——- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ZUMARAN. — Perdóneme, señor senador, 
pero no resistí la tentación de intervenir, al darse lectura 
a la extensa nota de su correligionario, para no quedar en 
silencio sobre un asunto que nos parece esencial. 


Naturalmente, el docente que dirige la nota, tiene 
todo derecho a ser correligionario del señor senador y de 
pertenecer al Partido de Gobierno. Pero al exhibir ese 
hecho como argumentación un señor legislador en el Se- 
nado de la República, a los efectos de la carrera docente, 
nos parece que no correspondía que los demás quedára- 
mos en silencio —lo digo con toda consideración y res- 
peto— porque con ello se violan no sólo la autonomía del 
Ente, sino el principio más elemental de laicidad en la 
enseñanza. El docente puede tener toda la razón, si fue 
postergado, debido a sus derechos adquiridos, a su carrera 
docente y méritos; pero no por invocar su condición par- 
tidaria, porque toda la tradición nacional ha estado diri- 
gida a evitar que ese tipo de consideraciones se tomaran en 
cuenta para atribuir lugares en la carrera docente a fun- 
cionarios de la enseñanza. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la 
palabra el señor senador Jude. 


SEÑOR JUDE. — Soy un hombre agradecido y debo 
decir que durante mi actuación en la Comisión de Ense- 
ñanza, el Presidente de ésta fue el señor senador Zuma- 
rán, quien tuvo una gran amplitud para recibir mi pro- 
puesta del artículo 45. Y tal como figura en las actas de 
dicha Comisión, debo decir que tengo un alto concepto 
del señor senador Zumarán y que además no tengo más 
que palabras de gratitud por su actuación. 


Ahora, la carta que he leído no es de carácter polí- 
tico y el problema de la laicidad no se puede denunciar 
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por esta vía. Este es un tema importante, pero yo no 
quería invocarlo porque no es esta la oportunidad para 
tratarlo. : 


La laicidad es uno de los temas que preocupan al 
propio profesor Pivel Devoto, Presidente del CODICEN. 
Yo tengo aquí una declaración del 8 de julio subre la es- 
cuela primaria, con motivo de una. publicación del diario 
“El País” en la que el profesor Pivel Devoto, en su alo- 
cución, expresa que “en la escuela primaria están las ba- 
ses de la vida cultural de la República, los fundamentos 
de nuestra identidad soberana. Su eficiencia radica en !a 
constante renovación material y espiritual, la jerarquía 
del maestro que debe ser trabajador social, y, por sobre 
todas las cosas, en la estricta observancia del principio de 
laicidad hoy desvirtuado alevosamente y en la concepción 
moral de que la escuela es un servicio público que no 
puede interrumpirse, porque compromete el destino de va- 
lores humanos”, etcétera. 


Me parece que desde el punto de vista de la laicidad, 
la denuncia del profesor Pivel Devoto, correligionario del 
señor senador Zumarán, es mucho más grave que la sim- 
ple lectura de una carta de un hombre del Partido, que 
cito acá como una forma de mostrar que hay pequeñas 
diferencias dentro del Partido Colorado, como existen en 
el Partido Nacional; pero también para hablar en un len- 
guaje claro, porque al pais tenemos que decirle la verdad, 
una verdad que les sirva a todos. Y ésta es que no puede 
haber destituciones en la dictadura, pero que tampoco 
puede haber destituciones en la democracia; que para 
concebir una democracia de libertad, debemos respetar. 
nos todos. Y ese fue fundamentalmente el sentido que le 
dí, señor Presidente. 


(Aplausos en la Barra) (Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. — La Barra no puede hacer 
manifestaciones. Si reincide en ellas deberá ser desalojada. 


Puede continuar el señor senador Jude. 


SEÑOR JUDE. — Entendemos que se ha actuado con 
amplia generosidad y diligencia para reintegrar a los des- 
tituidos, mientras que los funcionarios que continuaron 
en el desempeño de sus carreras se han visto postergados, 
degradados, atectados moral y económicamente. Creemos 
que es necesario normalizar una situación que ha creado 
inestabilidad funcional de docentes que debieron respetar 
la reglamentación vigente —de la que no fueron sus au- 
tores— porque el país debe marchar hacia adelante sin 
odios, rencores y revanchismos. Esto se debe hacer para 
la consolidación de la democracia y para el logro de una 
convivencia en paz. 


_. No debemos permitir que existan situaciones de claras 
injusticias como las que nos han denunciado. 


Por todo ello es que presentamos un proyecto de re- 
glamentación cuyas disposiciones, por cierto, son perfec- 
tibles. Debemos discutirlas y estudiarlas en detalle para 
lograr una salida de justo equilibrio que determine por 
la vía legal el alcance del artículo 45 de esta Ley N? 15.739. 
También se debe legislar sobre algunas situaciones que 
£n el juego de los artículos 44 y 45 de la citada ley se 
han venido produciendo. Insisto en que deben ser someti- 
dos a una solución de naturaleza legal. 


Creo que esta instancia es de compromiso indeclinable. 
Es una instancia de justicia que no podemos soslayar en 
este alto Cuerpo, porque en este Senado están cifradas 
las esperanzas y las expectativas de cientos de docentes, 
que desde la más lejana escuela rural esperan y confían 
en el juicio mesurado, prudente, y objetivo que le brinde 
la estabilidad funcional para Jlegar al necesario equilibrio 
espiritual en el cumplimiento de tan delicada misión co- 
mo es la de formar futuros ciudadanos, tarea auténtica- 
mente vocacional y de destino. 


Sin perjuicio de que tenga otras intervenciones, con 
estas expresiones fundamento el voto a favor de la regla- 
mentación. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
miembro informante. 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidénte: cuando hice 
uso de la palabra por primera vez, había querido referir- 
me, pura y simplemente al enfoque realizado por la Co.. 
misión en mayoría y a sus fundamentos que refieren, co- 
mo ya he dicho y explicado en el propio informe, funda- 
mentalmente a las objeciones realizadas por el propio CO. 
DICEN en cuanto al concepto de autonomía y su defensa 
del mismo y en cuanto a su negativa a reconocer que ha. 
bía violado la regla del artículo 45 de la Ley N* 15,739, 
no respetando los llamados derechos adquiridos, 


Se han traído ahora al debate otra serie de conside- 
raciones que me llevan a extenderme sobre otros aspectos 
del problema. El dictado de la Ley N* 15.739 no fue un 
proceso que se generó dentro del Parlamento recién insta- 
lado, sino que tuvo una serie de antecedentes entre los 
que se contaron posiciones tomadas por los partidos y por 
aquel órgano o procedimiento de concertación que dio en 
llamarse la CONAPRO, en la cual estuvieron representa- 
dos todos los partidos pero no todos sus sectores, que es 
algo que no hemos olvidado. 


En el seno de Ja CONAPRO, en un documento de su 
Mesa Ejecutiva elevado por el grupo de trabajo de Edu- 
cación y Cultura, subgrupo de educación general, en el 
cual actuaban por el Partido Colorado el recordado ex- 
Subsecretario del Ministerio de Educación y Cultura, la- 
mentablemente fallecido, profesor Vázquez Romero y, si 
mal no recuerdo, nuestro compañero del Cuerpo, el señor 
senador Traversoni, puede leerse sobre el concepto de au- 
tonomía, numeral 4, literal C), lo mismo que dice hoy la 
Comisión en su informe, que “entiende que en sentido 
estrictamente jurídico la autonomía de la enseñanza su. 
pone, además de la natural ruptura del ligamento jerár- 
quico del Ejecutivo, sustituida por la dirección propia de! 
Consejo Directivo Autónomo, un descenso total de poderes 
de administración y de poderes de legislación material del 
Parlamento y la Administración Central al Ente, en el 
ámbito de su especialización”. Es decir, que es exactamen- 
te lo mismo que sostiene el CODICEN y la Comisión en 
su informe. Esto no lo decían los cuatro legisladores que 
firman el informe, sino que lo decian los representantes 
de todos los partidos en el documento elevado a la Mesa 
Ejecutiva de la CONAPRO. 


Al mismo tiempo, me voy a permitir leer un docu- 
mento que tengo en mi mesa de trabajo, que luego voy 
a decir de dónde ha emanado. Es un documénto que se 
refiere a lo que había que hacer en la Enseñanza Pública 
una vez que se restableciera Ja democracia. 


Este documento decía así: “j) Aprobar normas que 
permitan el inmediato reintegro, con todos los derechos, 
de los docentes y funcionarios que no han cometido de. 
lito y que han sido sancionados o privados de sus cargos 
o no nombrados en el momento de egresar de los institu- 
tos de formación o forzados a jubilarse por no hacer lu- 
gar la autoridad pertinente a la solicitud de prórroga de 
servicios. En todos los casos, a los docentes reintegrados 
se les reconocerán los años de su forzoso alejamiento o 
los que perdió por no ser nombrado, teniendo derecho a 
ello a los efectos de su antigúedad, ubicación en el escala- 
fón, llamados a aspiraciones y concursos. 


“k) Establecer la prioridad absoluta de los egresados 
de los institutos oficiales de formación docente para el 
ingreso a la docencia, en el nivel y modalidad o especiali- 
zación correspondiente. 


“i) Aprobar un plan de regularización del personal do. 
cente, cuyas bases serán: — El concurso obligatorio para 
obtener en efectividad cualquiera de los cargos del esca- 
latón docente de los servicios educacionales del Estado. 
— El no reconocimiento” —atiéndase bien— “de los 
méritos acumulados en el desempeño de cargos de profe- 
sor, Dirección e Inspección obtenidos por nombramiento 
directo a los efectos de los llamados a aspiraciones y con- 
cursos. — La revisión inmediata de la situación del per- 
sonal que ocupa los cargos de Dirección e Inspección; el 
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mismo podrá ser conformado o no —exclusivamente con 
carácter interino, hasta la celebración del correspondiente 
concurso— atento a lo que resulte del llamado a aspira- 
ciones respectivo. Podrán ser tenidos en cuenta en estas 
designaciones docentes que no se encuentren en actividad, 
habilitándolos para intervenir en el llamado a aspiracio- 
nes. — El previo llamado a aspiraciones para la provisión 
de todos Jos cargos interinos, con las siguientes garantías: 
normas preestablecidas para la adjudicación del puntaje 
y ordenamiento de los aspirantes, publicación de las actas 
de los tribunales y derecho a apelación ante el jerarca 
correspondiente”. 


Estas precisas normas, que son mucho más exigentes 
que todo lo actuado por el CODICEN y por las autorida- 
des de los Consejos desconcentrados creados por la Ley 
N9 15.739, figuran en un documento o libro que se titula 
“Por un Uruguay Para Todos” y que tiene en su portada 
la efigie de don José Batlle y Ordóñez. Es el programa de 
principios con el cual compareció el Partido Colorado a 
la elección de 1984. 


En el documento introductorio podemos leer lo siguien- 
te: “El Programa de Principios, resultado del esfuerzo de 
más de 300 compañeros y del análisis pormenorizado del 
Comité Ejecutivo y Convención, es un ambicioso empren- 
dimiento colectivo que el Partido ofrece al pais. No se 
elaboró para salir de un compromiso formal. Por el con. 
trario, se gestó sobre la amalgama constante de ideas y 
discusión que desarrollaron una visión filosófica coheren- 
te, concebida como un desafío práctico, Por tradición y 
formación, el Partido Colorado no ha agotado su actitud 
de oposición en ella misma; sólo la concibe como un com- 
promiso para reconstruir una República desquiciada, El 
programa, entonces, no es una plataforma de propaganda 
sino una propuesta con vocación de gobierno”. Y firma 
Julio María Sanguinetti, Secretario General del Partido 
Colorado. 


He dado lectura a este documento como podría ha- 
cerlo con documentos emanados de la dirección política 
del Frente Amplio o al programa que postuló la fórmula 
que tuve el honor de integrar con el señor senador Zu- 
marán, que son tan terminantes como el programa del 
Partido Colorado en este terreno y que afirman, coinci- 
dentemente, todos los documentos y todos los partidos, an- 
tes de la elección, que había que restituir a todos los desti- 
tuidos, a todos los perseguidos arbitrariamente en el ám- 
bito de la enseñanza, en los cargos que desempeñaban a 
la fecha de su destitución y decían, al mismo tiempo, que 
no eran válidos los supuestos méritos acumulados por ac. 
tos de designación que eran nulos, porque se referían « 
cargos que no estaban vacantes con arreglo a Derecho. 


y El hecho de que la persecución ideológica existió, que 


se designaba en función de méritos que no eran los do- 
centes, sino de motivaciones no digo menores pero sí cen- 
surables y respondiendo a investigaciones propias de esta- 
dos totalitarios sobre la ideología de los mismos y no so- 
bre sus méritos como tales, sobre sus antecedentes y su 
formación, lo revelan muchísimos documentos que han 
circulado en la época de la dictadura con carácter secreto, 
pero que hoy ya no lo son, como uno que tengo aquí con 
el rótulo de “secreto”, que dice así: “Comunicado confi- 
dencial y secreto. República Oriental del Uruguay. Con- 
sejo Nacional de Educación Primaria. Montevideo, 20 de 
febrero de 1981. Señor o señora Inspector Departamental: 
por disposición del señor Subdirector General Interventor, 
cúmpleme comunicar a usted que a partir de la fecha del 
presente comunicado, el señor Inspector Departamental to- 
mará las medidas necesarias a los efectos de solicitarle 
antecedentes ideológicos y el aval correspondiente de si 
es conveniente o no las aspiraciones o la designación ante 
los señores Jefes de Policía y de la unidad militar en el 
departamento, a todo docente de su jurisdicción que se 
inscriba como aspirante a cargos superiores, ejemplo, Ins- 
pector de zona, realizar cursos en INADO, becas, permu- 
tas o sea propuesto para ocupar cargos de confianza, co- 
mo ser, Director, Subdirector o Adscripto a Dirección, re- 
mitiendo dicha documentación secreta, si le fuera entre- 
gada, directamente al señor Subdirector General Interven- 
tor, o si le fuere informado verbalmente, remitirá un ofi- 
cio confidencial comunicándole lo que le fue trasmitido 
por dichos jerarcas. Saluda a usted atentamente...” Voy 
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a omitir leer el nombre, porque no interesa “... Admi- 
nistrativo 3%. Encargado Oficial de Seguridad. 


Es decir que este oficial de seguridad, señor Presiden- 
te, sustituía, para estas misiones —realmente poco edifi- 
cantes— a las supuestas autoridades del CONAE, sujetas 
como todas, a las arbitrariedades de la dictadura y a da 
persecución ideológica que se ejercía en todos los ámbitos 
de la administración y sobre toda la población del país. 
Creo que estas consideraciones hay que tenerlas en cuen- 
ta cuando se habla de derechos adquiridos, más allá de las 
razones de derecho que, en mi concepto, a pesar de la muy 
ilustrada opinión de quien fue mi profesor en la Facultad 
de Derecho, el doctor Daniel Hugo Martins, son absoluta- 
mente incontrastables. 


Aqui se ha traido a colación, señor Presidente, un 
articulo publicado por el profesor Daniel Hugo Martins en 
el diario “El País”. A una autoridad se contrapone Otra Y 
me remito a la máxima que ha existido en nuestro país en 
Derecho Administrativo, que es el profesor Enrique Saya- 
gués Laso, maestro, a su vez, del profesor Martins. 


En su “Tratado de Derecho Administrativo”, el doctor 
Sayagués Laso, al tratar la teoria de los actos irregulares 
y al estudiar este tema en el Derecho Comparado —especi- 
ficamente el francés, que es al que se ha referido el pro- 
tesor Martins en el artículo a que se ha dado lectura en 
SBala— decía que la doctrina y la jurisprudencia francesas 
han elaborado reglas especificas sobre las irregularidades 
del acto administrativo. “Distinguese —en tal sentido— los 
actos inexistentes, los nulos absolutamente y los afectados 
de nulidad relativa”. Más adelante expresa el doctor Sa- 
yagués Laso —refiriéndose siempre el Derecho francés: 
“La circunstancia de que haya vencido el plazo de dos 
meses que la ley fija para entablar dicho recurso” —el 
recurso por exceso o desviación de poder— “no subsana 
el vicio y la nulidad puede hacerse valer en el recurso 
de plena jurisdicción O por otras vías indirectas”. En tal 
sentido, cita la opinión de dos eminentes administrativis- 
tas franceses, Marcel Waline y Gaston Jéze. 


Posteriormente, el doctor Enrique Sayagués Laso, ana- 
lizando las irregularidades principales, dice que “el aná- 
lisis de las irregularidades que pueden afectar los actos ad- 
ministrativos, conviene hacerlo vinculándolo a sus elemen- 
tos esenciales” y que no todos los acios pueden ser con- 
validados. “Los actos radicalmente nulos, por falta de al- 
guno de sus elementos esenciales, no pueden serlo. Si en 
tal caso se dicta un acto de convalidación, en realidad se 
está en presencia de un nuevo acto, En cambio, las irregu- 
laridades menos graves pueden ser frecuentemente sub- 
sanadas y, entonces, el efecto de la convalidación se pro- 
yecta hacia el pasado”. 


Refiriéndose al contenido, es decir, a la parte disposi- 
tiva de todo acto, expresa el Maestro que “si el contenido 
no se ajusta a las normas jurídicas vigentes, el acto es ¡ili- 
eito y, por lo tanto, radicalmente nulo. Dada su natura- 
leza, este vicio no puede subsanarse, pues el acto de con- 
validación, por tener también contenido ilícito, sería asi- 
mismo nulo”, 


Y bien, señor Presidente, los actos dictados por las 
autoridades interventoras del CONAE durante la dictadu- 
ra, en virtud de los cuales fueron designados en Cargos 
docentes de Enseñanza Primaria, maestros, inspectores y 
directores docentes, sin el requisito del previo concurso 
que exigía como norma de precepto el inciso 5? del artículo 
39 de la Ley N? 14.101, eran nulos por tener un contenido 
ilegal, contrario a derecho, que violaba la disposición esta- 
blecida en la ley vigente, además, desde la época de José 
Pedro Varela. Cito este nombre, señor Presidente, ya que 
se ha traído a colación en el curso del debate. 


El hecho de que la ordenanza 28 hubiera establecido 
una regla distinta, sólo puede llevar a la conclusión de 
que ese acto administrativo era ilegal, porque la ordenan- 
za dictada por el CONAE no podía modificar la ley ema- 
nada del Parlamento. La disposición normativa de rango 
superior era la legal y a ella debían atenerse las autorida- 
des del CONAE a] realizar nombramientos en el ámbito 
de la Enseñanza Primaria. Todos esos nombramientos fue- 
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ron radicalmente nulos, por tener un contenido contrario 
a Derecho. En ese sentido, la opinión del doctor Sayagués 
Laso es absolutamente irrefutable. 


SEÑOR BATALLA, — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR AGUIRRE. -—- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Quisiera agregar un elemento 
más al planteamiento que está realizando el señor senador 
Aguirre. 


Eventualmente existiría una Colisión juridica entre los 
doctores Sayagués Laso y Martins. Quiero señalar que en 
un planteo realizado ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo —es el único caso que conozco; es posible 
que existan otros--- referente a una acción de amparo por 
docentes que se sintieron desplazados por algunas decisio- 
nes del Consejo de Enseñanza Primaria, dicho Tribunal, 
por unanimidad de sus integrantes —por cinco votos con. 
tormes— de acuerdo con el criterio que está exponiendo 
el señor senador Aguirre y que tiene su fundamento juri- 
dico en el pensamiento del doctor Sayagués Laso, deses- 
timó el planteo haciéndolo en los términos que voy a leer 
a continuación: “Tomando posición sobre la cuestión rela. 
tiva al poder-deber de la autoridad de revocar en cual. 
quier tiempo sus propios actos que adolezcan de ilegalidad, 
acerca de lo cual, al sólo efecto de explicar la conside- 
ración que se confiere en tal planteamiento, cabe recor- 
dar que dicha prerrogativa ha sido reconocida por la douc- 
trina”. A continuación, cita a Sayagués Laso, “Tratado, 
Tomo l, página 521”. Y agrega: “El acto administrativo 
afectado de irregularidades que produce invalidez puede 
ser revocado de oficio o a petición de parte en cualquier 
momento, sin que ello pueda significar la agresión a nin- 
gún derecho de los administrados, porque no puede haber 
derechos adquiridos contra la legalidaq”. Esto está publi- 
cado en la “Justicia Uruguaya”, Tomo XCIH, Julio-Agosto 
de 1986, Caso 10.573. 


La democracia, señor Presidente, no significa la con- 
tracara de la dictadura. Evidentemente, por el sólo hecho 
de haber reconquistado la democracia, los malos No nos 
transformamos en buenos, ni viceversa. Ahora hay algo 
que no existia antes: la Justicia y es a la que todos debe- 
mos deferir, con respecto a estos problemas entendemos 
que una solucóin legislativa interpretativa sobre derechos 
adquiridos, nos llevaría a una grosera violación constitu- 
cional. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Puede continuar el señor se- 
nador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — En su intervención, el señor se- 
nador Batalla ha dado lectura —al transcribir el pasaje 
pertinente de! Tribunal de lo Contencioso Administrativo— 
a lo cue dice el doctor Sayagués Laso en la página 41 del 
Tomo 1 de su Tratado y que, además, está transcripto en 
el informe de la Comisión. 


Pero a renglón seguido de esa afirmación terminante, 
en el sentido de que la Administración tiene la obliga. 
ción de revocar sus actos ilegales cuando llega a la con- 
clusión de que son contrarios a Derecho, Sayagués Laso 
hace otra afirmación que es contradictoria con lo que aqui 
se afirmó, leyendo el informe del doctor Martins que se 
remite a una solución de la jurisprudencia francesa, de su 
Consejo de Estado, en el sentido de que cuando hay un 
plazo para entablar el recurso de exceso de poder o por 
exceso o desviación de poder, si se deja vencer, el acto 
queda convalidado o subsanada su ilegalidad. 


La opinión del doctor Sayagués Laso respecto a] Dere- 
cho uruguayo es precisamente la contraria, porque el 
eminente administrativista dice asi: “La regla expuesta” 
-—esto es, lo de que las irregularidades no se convalidan 
con el transcurso del tiempo— “no ha sido alterada por 
la cireunstancia de que en la reciente reforma constitu- 
cional” —la de 1952 “se hayan establecido plazos estric- 
tos para impugnar los actos administrativos”. 
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SEÑOR PAZ AGUIRRE. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. -- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador, 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Nosotros estamos siguiendo 
este debate con una gran atención puesto que nos intere. 
sa muchísimo este tema, al que atribuimos importancia. 


Tengo entendido que el señor senador Fá Robaina 
está inscripto para hacer uso de la palabra luego que fi- 
nalice el señor senador Aguirre; además, somos varios los 
que tenemos interés en participar, para lo que nos inscri- 
biremos oportunamente. Pero ocurre que Jos senadores de 
mi sector tenemos una muy importante reunión política a 
la hora 20, a la cual debemos concurrir inexcusablemente. 


Por lo tanto, aunque nos pese, tendremos que reti- 
rarmos de Sala a efectos de concurrir a esa sesión. Dado 
el interés que tenemos en participar en este debate no nos 
queda otra alternativa que mocionar para que una vez 
concluida la exposición del señor senador Aguirre, el Se- 
nado pase a cuarto intermedio hasta una próxima sesión 
cuya fecha podría fijar el señor Presidente en consulta 
zon los distintos sectores o en la forma que le parezca más 
conveniente. 


ROERIGUEZ CAMUSSO, — ¿Me permite una inte- 
rrupción para una aclaración, señor senador Aguirre? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. -- Cuando una mo- 
ción de esta naturaleza se solicita en nombre de un sec- 
tor político es tradicional —y nosotros vamos a seguir 
cumpliéndolo— aceptarla, es decir, que no podemos 0po- 
nernos cuando un partido político tiene una reunión y 
pide un cuarto intermedio. 


Pero sucede que el asunto que estamos considerando 
tigura en primer término del orden del día de una sesión 
ordinaria; es decir que levantar la sesión ahora significa, 
si no se dispone otra cosa, que al estar en discusión se 
mantiene en el mismo lugar en el orden del día, de la 
sesión de mañana. De manera que no se produce un apla- 
zamiento indeterminado, sino que sigue en primer lugar 
y tuo es desplazado por ningún otro asunto. 


SEÑOR FERREIRA. —- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador Aguirre? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, -. Puede interrumpir el senor 
senador. 


SEÑOR FERREIRA. -— Deseo consultar al señor sena- 
dor Paz Aguirre acerca de si en lugar de hablar de cuarto 
intermedio no se podría tratar de levantamiento de la se- 
sión, porque si se hiciera un cuarto intermedio habría que 
suspender la hora previa del día de mañana, y algunos 
de nosotros, en virtud de que para la sesión de hoy habia 
demasiados anotados, nos inscribimos para la Otra se- 
sión. Además, si en lugar de cuarto intermedio se levan- 
tara la sesión, automáticamente este asunto quedaría en 
primer lugar del orden del día de la sesión de mañana. 


SEÑOR PAZ AGUIRRE. — Siendo así, y quedando in- 
cluido el asunto que estamos discutiendo en primer lugar 
del orden del día de la sesión de mañana, no tengo in- 
conveniente en aceptar el cambio de modalidad de la 
moción. Quiere decir que la moción sería para que una 
vez finalizada la exposición del señor senador Aguirre se 
levante la sesión, ya que de esa manera subsistirá la hora 
previa de la sesión de mañana. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


20) LEY DE EMERGENCIA PARA LA 
EDUCACION, Artículos 44 y 45. 
Su reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


_ SEÑOR CERSOSIMO, — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto, 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador, 


SEÑOR CERSOSIMO. — Quiero aclarar, porque con. 
viene hacerlo a esta altura, respecto de las manifestacio- 
nes formuladas por el señor senador Batalla y de citas 
efectuadas por el señor senador Aguirre, que la sentencia 
de que se trata fue dictada ante un recurso de amparo, de 
manera que allí no se trató del fondo del problema ni de 
atender, de inmediato, el interés ni el derecho de los pro. 
motores. 


Se dice asi: “La Corporación no cree que sean así las 
cosas” --tal como se vienen planteando, por que es el 
único recurso que cabría para evitar el deslizamiento irre- 
versible e inminente del problema hacia una injusticia en 
cuanto a la forma en que venian siendo considerados los 
derechos de los reclamantes— “ya que eventualmente los 
promotores —suponiendo que en definitiva resultaren ile- 
gitimamente vulnerados— podrian encontrar satistacción 
mediante el ejercicio de la acción anulatoria y, en su ca- 
so, de la acción reparatoria posterior”. 


Quiere decir que el Tribunal no se basó en esto para 
desestimar una demanda anulatoria o de reparación, sino 
para no pronunciarse sobre el fondo del problema en un 
recurso de amparo. 


Esta remisión a la acción anulatoria y de reparación 
ne deja de encerrar una profunda injusticia, porque, como 
el propio señor senador Aguirre lo ha demostrado públi- 
camente, inclusive en un semanario, y lo ha hecho saber 
a la Comisión de Constitución y Legislación que integra, 
en un procedimiento de esta naturaleza cuando se vaya 
a amparar el derecho de algunos de los funcionarios in- 
justamente desplazados, estaremos aproximadamente en el 
año 1991. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Voy a hacer dos últimas puntua. 
lizaciones. 


Los funcionarios de la Administración Nacional de 
Educación Pública que se consideran agraviados por reso- 
luciones de sus autoridades que entienden contrarias a 
Derecho, tienen jos recursos que establece el orden juri. 
dico para lograr la reparación de ese agravio y que se 
reestablezca su situación con arreglo a Derecho, al igual 
que todos los funcionarios públicos. 


Cuando un funcionario de la Universidad o del Mínis- 
terio de Salud Pública, por ejemplo, es víctima de la irre. 
gularidad contenida en un acto contrario a Derecho, tie- 
ne los recursos que la Constitución establece, en la via 
administrativa y en la jurisdiccional. 


En cambio aquí se pretende que estas situaciones sean 
estudiadas, anuladas o eventualmente corregidas por el 
Parlamento. Una vez más, decimos que el legislador no es 
competente a tal efecto. 
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Además, esos recursos funcionan, la garantía existe. 
Tan es ello asi, que en la exposición de motivos de este 
proyecto —que no compartimos— se dice: “Pero a esta 
altura de las circunstancias debe destacarse que ha sido 
el propio Consejo Directivo Central de la ANEP que a tra- 
vés del Acta 79 Resolución 77, dictada el 19 de diciembre 
de 1985, ha reconocido que un significativo número de 
funcionarios docentes de Educación Secundaria que Ocu- 
paban cargos de indudable jerarquía en el escalafón do- 
cento, habían sido cesados ilegitimamente por las autori- 
dades del Consejo de Educación Secundaria, incurriendo 
en una conducta jlegitima, ya sea por desviación de poder 
o por falta de motivación de los ceses referidos”. 


Es decir que se interpuso cl recurso jerárquico y el 
CODICEN revocó el acto de la autoridad inferior. Pero ese 
es el funcionamiento normal de la Administración en to- 
dos los ámbitos, sea autónoma o centralizada. El hecho 
de que se interpongan recursos y se diga que hay actos 
jlegales nunca es motivo para que el Parlamento pretenda 
dictar una ley sustituyendo a la Administración y, even- 
tualmente, al órgano jurisdiccional, que lo es el Tribuna! 
de lo Contencioso Administrativo. 


Por último —y coneluyó quiero decir que se ha 
traido aquí la opinión de un distinguido jurista, que na- 
turalmente conoce el problema de hecho al cual estamos 
abocados; es decir que, situado en la realidad de 1986, ha 
juzgado el problema con la autoridad que nadie le puede 
desconocer. Se nos podrá decir que frente a ello yo opon- 
go la autoridad de un ilustre Maestro, el doctor Sayagués 
Laso; pero éste falleció hace más de veinte años, por lo 
que sus conceptos se refieren a los principios generales y 
no al problema concreto que estamos considerando. Lo 
que sucede es que autoridades tan destacadas, como la del 
profesor Martins, como la de profesores titulares de la 
Facultad de Derecho sostienen una Opinión radicalmente 
contraria; la Opuesta. 


Por ejemplo, el profesor titular de Derecho Constitu- 
cional, doctor Horacio Cassinelli Muñoz, en un dictamen 
que tengo en mi poder, ha dicho, con su claridad habi- 
tual, en forma terminante, lo que no resisto la tentación 
de leer, para que quede constancia en la versión taqui- 
gráfica de la sesión. 


Pido atención a los conceptos del profesor Cassinelli 
Muñoz, quien manifiesta lo siguiente: “b) Los cargos que 
corresponden por derecho a quienes habían sido ilegitima- 
mente cesados y cuyas cesantías fueron anuladas por el 
Corsejo Nacional de Educación, o por sentencia del Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo, no son cargos 
disponibles, sino que deben ser devueltos de inmediato a 
sus legitimos titulares. Esa devolución de la posesión del 
cargo no es un nombramiento, es la consecuencia directa 
de la anulación de la destitución o cesantía ilegítima: al 
desaparecer retroactivamente la Cesantía, es obvio que 


CAMARA DE SENADORES 


2 de Setiembre de 198€. 


el funcionario queda ipso jure en la situación funcional 
que tenía antes de su cesantia ilegal. 


c) Si algunos de dichos cargos figuraban, al tiempo 
de pronunciarse la declaración de nulidad de la destitu- 
ción de su titular, como propios de otro funcionario al que 
se lo hubiera adjudicado en atención a la aparente va- 
cancia de aquellos, el funcionario que lo desempeñara 
gueda desplazado del mismo, como es obvio, y sin que ese 
desplazamiento lesione ningún derecho del tuncionario 
desplazado. ya que éste no tiene derecho a desempeñar 
un Cargo que ya tenía su titular legítimo, como queda re- 
conocido retroactivamente por el acto de anulación o de- 
claración de nulidad de la cesantía de su legítimo titular. 


a) El funcionario asi desplazado de la posición ilcgi- 
tima que detentaba, a causa de la ejecución de la destitu- 
ción, durante el intervalo en que la referida destitución 
se ejeculó en los hechos hasta que se dé debido cumpli- 
miento a la sentencia anulatoria o a la resolución del 
CONAE declarativa de nulidad de la cesantía, si tenia 
derecho a ocupar en cargo en efectividad, podrá elegirlo, 
ahora sí, dentro de la nómina de cargos disponibles, y si 
no los hubiere, corresponderá la creación de otros cargos 
para los desplazados que tuvieren derecho, pero de ningún 
modo cabría despojar a quien tiene mejor derecho, para 
satisfacer a quien ocupaba de hecho un cargo que en la 
realidad jurídica tenia titular”. 


Hasta aquí, señor Presidente, la opinión en mi con- 
cepto incontrovertible del profesor Cassinelli Muñoz, 


He terminado, señor Presidente. 


(Aplausos en la Barra). (Campana de orden). 


21) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — De acuerdo con lo resuelto 
oportunamente, queda levantada la sesión. 


(Así se hace, a la hora 20 y 3 minutos, presidiendo el 
doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Araújo, Batalla, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fe- 
rreira, Flores Silva, Gargano, Jude, Martínez Moreno, Me- 
deros, Ortiz, Pereyra, Posadas, Ricaldoni, Rodriguez Ca- 
musso, Senatore, Singer, Tourné, Traversoni y Zumarán). 
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